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			Presentación

			Este volumen contiene tres trabajos que, aunque se hallaron distanciados en el tiempo de su producción, tienen en común el estar referidos al mundo del derecho en el Perú. Los tres comparten, además, el haber visto agotarse sus primeras ediciones.

			Jueces, justicia y poder en el Perú fue publicado por el Centro de Estudios de Derecho y Sociedad en 1982 y, pese a que tuvo solo una edición formal, ha circulado extensamente, reproducido en variadas formas. Fue el primer libro dedicado a estudiar la administración de justicia peruana e interesó tanto a quienes quisieron estudiar el asunto como a los propios actores del sistema. Su éxito parece quedar demostrado por las numerosas versiones fotocopiadas de él que circularon una vez agotada la edición.

			La versión que aquí se presenta reproduce el texto primigenio, corrigiendo redacción y erratas, y adiciona un capítulo en el que se reconsidera algunas de las tesis centrales del libro… 28 años después. No se intenta con ello una puesta al día del contenido —tarea que resultaría imposible— sino tan solo traer a discusión algunos hechos ocurridos en torno a la administración de justicia durante ese periodo, que resultan relevantes desde el ángulo escogido originalmente en el libro para analizar el tema.

			Los otros dos trabajos, que este volumen recoge, fueron producidos más recientemente y tienen una fuerte carga empírica. El primero fue encargado en 2004 por Baldo Kresalja, entonces ministro de Justicia, con quien compartí en la década de los años setenta la docencia en derecho y las preocupaciones por la calidad de la enseñanza, sus contenidos y sus métodos. El producto del trabajo circuló casi clandestinamente en la versión que imprimió el Ministerio de Justicia; su difusión fue posible, hasta ahora, gracias a que el Consorcio Justicia Viva lo acogió en su portal de internet. Pero, en cualquier caso, los datos contenidos en él, que sustentaron la tesis acerca de una formación profesional deplorable en el país, contribuyeron a una polémica encendida entre aquellos que han hecho de la enseñanza un negocio lucrativo donde la calidad no importa y quienes aún, con un ojo puesto en el sistema de justicia, creemos que es necesario formar seriamente a los abogados.

			El trabajo que cierra el volumen continúa, en cierto modo, el anterior para indagar acerca del papel desempeñado por los abogados en la administración de justicia. Aunque el trabajo de campo se hizo solo en Lima, es probable que los hallazgos y las tesis centrales puedan ser proyectados al resto del país. A diferencia de los otros dos trabajos, este —patrocinado y publicado por Justicia Viva— no provocó polémicas abiertas; la edición se agotó casi silenciosamente.

			Al reunir los tres trabajos en un volumen, pretendo algo más que ponerlos al alcance de quienes los han visto citados y no pudieron leerlos. Ambiciono también contribuir así a la difusión de una perspectiva de análisis del derecho que, introducida en el Perú hace cuatro décadas, ha languidecido en cursos aislados y trabajos esporádicos. Convencido de la necesidad de estudiar el fenómeno jurídico más allá de su esqueleto normativo, para preguntarse por los efectos sociales que realmente ocasiona, espero que esta publicación aliente nuevos trabajos que superen el nivel de conocimiento disponible en el país acerca de aquello que es efectivamente el derecho en esta sociedad y qué significan sus términos de funcionamiento para ella.

			En cuanto a palabras de reconocimiento sería de justicia mencionar a muchos colegas y colaboradores, que apoyaron decisivamente la realización de estos trabajos. Ante el temor de omitir involuntariamente a alguien, prefiero dejar una constancia genérica de mi agradecimiento sincero a todos ellos.

			Luis Pásara

		

	
		
			Jueces, justicia y poder en el Perú

		

	
		
			Introducción

			En el Perú el estado de ciertos problemas es tan irritante, que provoca más fácilmente la indignación que la comprensión. Este libro se propone no caer en la tentación de la denuncia; pretende, más bien, alcanzar una comprensión de una situación ciertamente sublevante —la de la administración de justicia—. No se enfatizará, por tanto, los aspectos descriptivos de esa situación que, con mayor o menor precisión, todos conocemos; no nos proponemos usar la ciencia para demostrar lo que cualquier peruano sabe o intuye con acierto acerca de un poder judicial ineficiente, corrupto y sumiso. Más bien, queremos explicarlo. En esa perspectiva, nuestras principales preguntas han sido: ¿por qué es así? ¿a quién sirve, en verdad? ¿cómo es posible que no sea transformado?

			I

			Ciertamente, las preguntas básicas de las cuales parte este libro se ubican dentro de una preocupación más amplia, respecto a los efectos sociales del orden jurídico. Curiosamente, pese al rol decisorio que la administración de justicia tiene sobre vida, libertad y bienes, ha sido más bien escasa la atención que como objeto de estudio mereciera en América Latina. De hecho, en el caso peruano es solo en 1976 cuando se empieza a prestar seriamente atención a esta función del Estado.

			La Comisión de Reforma Judicial —establecida en el interregno entre la fase de reformas estructurales dictadas por los militares y la fase de desmontaje de las reformas iniciada por ellos mismos— decidió que uno de los ejes de su trabajo debía ser la promoción de la investigación del estado de la administración de justicia. Varios estudios empezaron entonces, el más importante de los cuales estuvo a cargo del Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo–DESCO y cuyos informes finales han sido editados en pocos ejemplares. Con tal antecedente —y mientras otros grupos de investigadores intentaban lo propio— en 1977 el recién constituido Centro de Estudios de Derecho y Sociedad-CEDYS designó el tema como una de sus áreas básicas de trabajo.

			Desde entonces, fueron ejecutadas en el CEDYS tres investigaciones dentro de esta área. La primera fue un estudio acerca de los jueces peruanos, que acompañó entre 1977 y 1978 un desusado esfuerzo de la Corte Suprema por renovar y estimular la formación profesional de los magistrados del fuero común, mediante seminarios-taller. La segunda investigación tomó como objeto el análisis de las decisiones del Tribunal Agrario durante sus diez años de existencia, según convenio firmado en 1978 con este organismo. La tercera investigación, realizada en 1979, bajo encargo de la Corte Suprema, fue un estudio de la justicia de paz, el nivel más bajo de resolución de conflictos por el Estado y decididamente distinto a los otros.

			En 1980 el Consejo Latinoamericano de Derechos y Desarrollo encargó al CEDYS la preparación de dos informes —uno sobre jueces y otro sobre justicia— que sirvieran de base para la V Conferencia Latinoamericana sobre Derecho y Desarrollo. Los informes fueron presentados en San José, Costa Rica, en agosto de ese año y pueden considerarse como los antecedentes más inmediatos de este libro.

			II

			Explicar los males de la administración de justicia no es una tarea fácil; pero debe ser aun más difícil intentar resolverlos; más difícil, en la medida en que el diagnóstico que contiene este libro señala el profundo parentesco entre esos males y las características de la distribución del poder en nuestra sociedad. Por esta razón, el libro no concluye con una propuesta para reformar la función judicial.

			Ninguna solución es sencilla. Porque no es solución, por ejemplo, sugerir un «cambio de sistema» donde la administración de justicia aparecería como inobjetable por corresponder a la voluntad auténtica de las mayorías. Las experiencias de las llamadas sociedades socialistas aconsejan esquivar la tentación de esa simplificación que, por lo demás, pasa por encima de la fundada duda acerca de si el socialismo es o no efectivamente posible.

			Tampoco constituye una solución la propuesta tecnocrática que hoy se formula para la justicia norteamericana (Heydebrandt 1979: 38, 55). Poniendo de lado la discusión sobre los nuevos problemas generados por la introducción de medios cibernéticos, la simple falta de recursos en el Perú torna ilusoria la posibilidad de aliviar algunos de los males de la justicia nuestra mediante el uso de computadoras.

			No solamente es que el personal existente en la administración de justicia peruana no podría usar las computadoras; más profundamente, es que el problema estriba en que las dificultades centrales de la administración de justicia no pueden ser resueltas mediante mejores medios materiales. La introducción de mayores recursos materiales y humanos, ciertamente, despejará algunos de los obstáculos que, a la hora de resolver la problemática judicial, hoy adquieren el peso de cuestiones previas. Locales adecuados, personal capacitado y bien pagado, vehículos y otras facilidades, son todos elementos esenciales. Pero una vez que fueran atendidos esos requerimientos —inevitablemente, dentro de una estrechez fiscal que ha devenido crónica—, entonces recién se estaría en aptitud de encarar la problemática de fondo de la justicia.

			El nudo central de esa problemática reposa sobre la relación entre la administración de justicia y el poder. Más aún, es el tipo de relación con el poder que se ha establecido en nuestra sociedad lo que puede señalarse como causa de las estrecheces de medios materiales que padece la administración de justicia. Y la adjudicación de recursos fiscales es un indicador central respecto al comportamiento del Estado, junto al cual carece de seriedad toda la retórica —tan vuelta a la moda— con que se engolosinan los gobernantes, rindiendo público culto al juez y declarando su mayor respeto por la tarea que él desempeña.

			Pensar en alternativas para la cuestión judicial, requiere cuestionar ciertos postulados que se aceptan como indiscutibles. Para empezar, es necesario reconocer que administrar justicia no es un asunto fundamentalmente técnico, aunque un lenguaje artificioso pueda crear esa falsa impresión. Es cuestión de normas que una sociedad gesta y hace respetar para poder desenvolverse. Esas normas no tienen por qué ser incomprensibles ni imprevisibles —como ocurre ahora en los hechos judiciales—; por el contrario, cuanto más evidentes sean para el criterio de un ciudadano promedio, mejor cumplirán tales normas el rol para el que se les supone creadas.

			Ese primer paso corresponde a una opción de política judicial en la cual la democratización de la tarea de solucionar conflictos sea un eje ordenador. Esa opción debe estar presente desde el momento de plantearse el problema; en otras palabras, la crisis de la justicia en el país exige que su reforma no pueda ser más un asunto de técnicos, especialistas o iniciados. Transformar la justicia requiere ventilarla, sacarla de un encierro que la ha distanciado de todo criterio razonablemente aceptable por la población. Este libro se sitúa dentro de ese esfuerzo.

			III

			Este volumen pretende sintetizar resultados y hallazgos de un periodo de cuatro años, durante los cuales se trabajó la materia de modo relativamente sistemático. Pese a que en el análisis se ha consultado la bibliografía existente en otros países, no se ha usado una perspectiva comparativa; esos estudios han sido utilizados aquí para apoyar —por similitud o contraste— la comprensión del caso peruano. La forma en que esta presentación está organizada pretende una visión global que haga inteligible jueces y justicia al lector no especializado; se ha renunciado así a un enfoque privilegiadamente destinado a los juristas o a los operadores del aparato judicial.

			Un capítulo introductorio indaga en la naturaleza del problema judicial, para lo cual recoge la visión social más difundida acerca de la justicia formalizada en un poder del Estado y la confronta con la estrecha perspectiva de los propios juristas acerca de él. A partir de allí, el libro se divide en dos partes. La primera aborda la relación entre justicia y poder, en procura no solo de presentar esta umbilical vinculación sino de explicar su indisolubilidad. El capítulo segundo se detiene a considerar las nociones de independencia judicial y autonomía del juez, tratando de hallar su sentido en medio de un tejido de relaciones de poder social, de las cuales la justicia aparece pesadamente encadenada y los jueces profundamente dependientes. El capítulo tercero rastrea históricamente en el Perú las formas de relación entre el Poder Judicial y los otros poderes del Estado. Concluyendo esta parte, el capítulo cuarto analiza la función legitimadora que con respecto al poder cumple la administración de justicia y da cuenta de sus límites. La segunda parte presenta la devaluada situación del Poder Judicial, procurando ubicarla dentro de un proceso social; el capítulo quinto se detiene en el aparato institucional y su funcionamiento; y el capítulo sexto está dedicado al personaje central de la historia: el juez.

			Al lector no familiarizado con el tema está dirigido el diagrama incluido, que muestra gráficamente los varios canales a través de los cuales se administra justicia en el país. Pese a alguna fusión y a que la Constitución de 1979-80 ha colocado nominalmente a la Corte Suprema a la cabeza de casi todo el sistema, existe una diversidad de vías en las cuales el Estado se hace cargo de solucionar conflictos.

			Esta pluralidad de canales determina una cierta imprecisión en el lenguaje, cada vez que se alude a «administración de justicia». En este sentido, debe notarse que el grueso de la investigación que está en la base de este libro fue destinado a abordar lo que se llama «Poder Judicial», denominación que hasta antes de la nueva Constitución correspondía solo al fuero común. Sin embargo, los planteamientos centrales del libro —especialmente los desarrollados en la primera parte— están referidos al sistema de administrar justicia en el Perú como un todo que, admitiendo la diversidad, comparte tanto una manera de ser socialmente percibida como algunas raíces comunes a los problemas que padece. La segunda parte sí está referida solo al fuero común.

			Diagrama de la administración de justicia
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			IV

			Con respecto a las responsabilidades en este libro, es necesario declarar formalmente que corresponde una suerte de coautoría a Teresa Ciudad y Alonso Zarzar, quienes a lo largo de muchísimas sesiones formales e informales discutieron muy detalladamente con el autor los resultados de las investigaciones que juntos realizaron en CEDYS, haciendo así posible un proceso de descubrimiento grupal. De forma similar, Javier de Belaunde se constituyó en una rica fuente de hipótesis y reflexiones, especialmente en lo referente a los jueces del fuero común. Además de ellos tres, Jorge Avendaño, Alberto Bustamante, Julio Cotler, Alberto Flores Galindo, Pedro Galín, José Hurtado y David Sobrevilla tuvieron la gentileza de leer el manuscrito y formular observaciones que el autor no siempre aprovechó. Es necesario mencionar adicionalmente a Óscar Dancourt, quien fue el permanente estímulo a través de su curiosidad intelectual, siempre dispuesta a escuchar y discutir explicaciones referentes a un tema que no está entre los suyos.

			Entre los diversos apoyos institucionales, tres deben ser destacados. En el prestado por la Corte Suprema, particular reconocimiento es debido a la inquietud y comprensión de Federico Gutiérrez Salazar y a la amabilidad de Roberto Álvarez, quien facilitó el acceso a una valiosa información estadística sobre el Poder Judicial, que estas páginas presentan. En el brindado por el Consejo Latinoamericano de Derecho y Desarrollo, fue de crucial importancia el rol de su presidente, Jorge Avendaño V. Y en el de la Oficina Latinoamericana de Investigaciones Jurídicas y Sociales de la Universidad Carabobo, es necesario agradecer las facilidades académicas dadas por el profesor Roque Carrión.

			Finalmente, debe mencionarse la contribución de quienes laboraron a lo largo de las varias investigaciones que sustentan empíricamente el trabajo. Silvia Loli contribuyó con esfuerzo y seriedad en dos de ellas. Francisco Ballón, Eduardo Espinoza, Marcia de la Flor, Alberto Bustamante y Susana Zusman, entre otros, aportaron su competencia profesional al trabajo de campo y al análisis efectuado en CEDYS. Y Olga Mejía hizo una muy pulcra transcripción de los originales y una laboriosa incorporación de adiciones para la versión final.

		

	
		
			Capítulo 1
¿Cuál es el problema?

			«al revés del rayo que hiere las cumbres más elevadas,

			aquí la ley no gravita sino sobre las cabezas bajas»

			Manuel González Prada

			En este primer capítulo se busca presentar la problemática de la justicia, tal como es percibida por los actores principales de ella. De una parte, recogeremos elementos que nos permitan construir una imagen social de jueces y justicia en el Perú; para ello nos valdremos principalmente del testimonio literario y de algunos estudios empíricos que han incidido en este punto. De otro lado, y en contraste con lo primero, examinaremos cuál es el diagnóstico que formulan los operadores de la maquinaria judicial acerca del estado de esta y sus males. Nos preguntaremos entonces cuál es la razón de la enorme brecha entre la percepción de unos y de otros; entre la proclamación de una justicia —de ojos vendados y espada inflexible— que solo admite deficiencias secundarias, y esa enorme desconfianza social respecto al administrar justicia que sospecha en ella la existencia de una amenaza —en lugar de una garantía— para el individuo.

			A.	La imagen social

			¿Cómo perciben la maquinaria judicial aquellos que reciben, ocasional pero decisivamente, sus efectos? La respuesta empírica a tal pregunta puede ser dada valiéndose de diversos tipos de fuentes. Intentemos, en primer lugar, pasar revista al testimonio que de la realidad nos proporciona la literatura peruana. En determinados momentos, la trama narrativa de cuentos y novelas incorpora circunstancias judiciales, a través de las cuales los personajes atraviesan experiencias cargadas de significación y se forman entonces opinión respecto de jueces, procedimientos y abogados. Afortunadamente, la literatura peruana está cargada de estos episodios (Barrig 1980), de modo que el análisis de ella como testimonio social puede efectuarse sin temor de trabajar con un marco referencial estrecho.

			«Paulina, ¿no te dan miedo los juicios?», pregunta a su hija un personaje de Interior L, hermoso cuento de Julio Ramón Ribeyro. Queda graficado así el sentimiento que la maquinaria judicial provoca en sectores medios y populares. Esa sensación de temor al aparato judicial se hace presente en muy diversos paisajes sociales de nuestra literatura; en Los geniecillos dominicales, novela del mismo Ribeyro, del temor no se ve libre siquiera un joven estudiante de derecho: «apenas puso los pies en el palacio [de justicia] Ludo creyó respirar un aire de emboscada».

			El temor se relaciona con varios elementos. De una parte, la confusión a que da lugar el ropaje legal en los no iniciados. Tanto campesinos como pobladores urbanos se sienten perdidos en la selva de procedimientos y códigos cuyas claves no aciertan a comprender. Rosendo Maqui, el personaje clásico de Ciro Alegría en El mundo es ancho y ajeno, admite su desconcierto ante los «muchos papeles, innumerables. Muchas letras, muchas palabras, muchos artículos» y el autor añade que «El comunero sufría y moría bajo esos papeles como un viajero extraviado en un páramo bajo una tormenta de nieve».

			Quienes se inician, en tanto hombres de la ley, a través de la manipulación de esas herramientas incomprensibles para el lego, se dan cuenta del vasto poder que está en sus manos. El mismo estudiante de derecho antes mencionado, viene a descubrir con asombro que «le bastaba una simple hoja de papel sellado con diez líneas escritas y la firma del doctor Font para poner en marcha el complejo mecanismo de la justicia, en el que se verían implicados jueces, notarios, peritos, abogados y un ejército de empleados subalternos que, como él, corrían todo el día de escribano en escribano, traficando con papeles y alimentando expedientes cuyo curso era siempre imprevisible».

			Esa última característica, la imprevisibilidad, es el segundo componente del temor. Incluso los abogados lo contagian, como ocurre en Al pie del acantilado, de Ribeyro, cuando el asesor legal de los ocupantes precarios de un terreno estatal les dice, a modo de explicación del desalojo que ya está en curso: «¡Los juicios se ganan o se pierden! Yo no tengo nada que ver».

			El tercer elemento que concurre a la formación del temor es la tajante diferencia entre la verdad real y la razón de la ley. En El caso Banchero, novela de no-ficción de Guillermo Thorndike, un oficial de inteligencia explica tal brecha al juez ad-hoc que acaba de terminar su función: «Puedes tener la verdad; eso es distinto. La razón es de otros. También son sus leyes, sus tribunales, sus códigos, sus cárceles».

			Incomprensible, imprevisible, alimentada por una lógica ajena a la verdad que es evidente al sentido común, la justicia realmente existente es inútil. Lo subraya otro personaje de Ribeyro en Interior L, argumentando ante el padre de una chica que ha sido seducida: «El juicio no conduce a nada. Estará usted peleando durante dos o tres años en el curso de los cuales no recibirá un cobre y mientras tanto la chica puede necesitar algo». Al cabo, el padre comprende la concreta significación que en su caso cobra el proverbio más vale un mal arreglo que un buen juicio y renuncia al procedimiento legal a que tenía derecho. Similar conclusión saca un personaje de El Sexto de Arguedas, cuando aconseja: «Hay justicia que mismo uno debe hacer».

			Si bien tal conclusión es general, aparece extraída con ribetes, especialmente nítidos en el paisaje serrano, donde la dominación social aparece recubierta de un grueso factor étnico. «En el Perú los indios jamás ganan los juicios» le objetan al personaje central de Historia de Garabombo, el Invisible, novela de Manuel Scorza. Y, procurando también una generalización terrible, Ribeyro añade en Crónica de San Gabriel: «La justicia se administraba en la sierra genéricamente. Los individuos no interesaban. Se presumía que un indio había matado al viajero y era necesario conducir uno a Santiago, no importaba cuál. Los guardias eran mestizos con autoridad y odiaban a los comuneros que eran indios sin mandato, así como temían a los blancos que eran señores sin poder».

			La aplicación de la ley, a través del aparato judicial, aparece entonces densamente articulada con el poder, que se nos revela, en definitiva, como la más profunda razón del temor; ahora bien, si analíticamente es la más profunda, no siempre es en los textos la más transparente. El personaje de En octubre no hay milagros, de Oswaldo Reynoso, que está a punto de ser lanzado por la gran empresa inmobiliaria de la casita que su familia ocupa, apenas llega a intuir que «detrás de tanto expediente, detrás de tantas letras, cheques, documentos, había algo poderoso, oculto, que nunca llegaría a comprender: Don Lucho tuvo miedo».

			La conexión específica con ese poder detrás de cada juicio en el que pierden la tierra los comuneros serranos o los pobladores de barriada, es el juez. De la sierra, en El mundo es ancho y ajeno tenemos el testimonio que rinde el hacendado, cuando confiesa la razón en que funda su confianza respecto a la forma en que resolverá el juez: «a mí me debe el puesto». De la costa tenemos un relato detallado en Canto de sirena, de Gregorio Martínez, cuando —con nombres y apellidos verídicos— se nos relata los omnímodos poderes del hacendado Borda: «que manejaba a las autoridades de Nasca y les imponía el deber de caminar hasta Majoro a darle cuenta, especialmente a ese Torres Cabello que era el juez y se encargaba de joder con la cárcel a quienes se quejan de los abusos que cometían los administradores de Borda, y que después de la muerte de José Enrique se vendió a los gringos de la Marcona y siguió jodiendo gente y ahora mismo seguro que está por ahí lamiéndole el culo a los poderosos».

			Pese a lo que sugieren varios de estos perfiles literarios de la magistratura, el juez no siempre aparece como un cínico. Así, por ejemplo, el juez de trabajo que Ribeyro introduce en Cambio de guardia, profesa convicciones favorables a la clase obrera; sin embargo, los patrones lo obligan a resolver en favor suyo mediante un chantaje consistente en hacer pública sus heterodoxas aficiones sexuales. Vencido, presa del poder que puede más que su ideología, declara: «tengo mis ideas. Y me cuesta trabajo cambiarlas. Pero en realidad me metieron el dedo. Hasta el fondo… Ahora me tienen agarrado por el cogote. Bueno, esto me harta, no puedo, siempre lo mismo».

			Cuando los jueces no se amilanan ante la embestida de múltiples recursos que los poderosos utilizan, todavía hay otra instancia, que un viejo abogado revela al estudiante de derecho en Los geniecillos dominicales: «cuando se presenta un caso difícil no se resuelve en la Corte: se resuelve en el palacio de gobierno».

			Pero aquel es un recurso excepcional. Lo usual es que, habiendo de por medio intereses de peso, ocurra lo que en Redoble por Rancas, de Scorza, apunta un comunero: «El juez está listo a encarcelarnos a todos. No se puede hacer nada. Fuerza es fuerza». El magistrado aparece así identificado casi con el poder desnudo y a veces con sus ribetes delictivos, como ilustra el personaje costeño de Arguedas en El Sexto, al sostener «que’l juez es como un ‘paquetero’…».

			Deba el juez su puesto al poderoso, ceda a su presión o simplemente reciba una paga por la resolución que emite, o incluso en el caso que aparezca como honesto, en él se encarna una característica que antes encontramos referida al procedimiento legal; es ajeno a la vida real. Es eso lo que surge claramente en un episodio de La tumba del relámpago, de Scorza, donde una viuda explica al juez que su marido había visto apenas una vez al tinterillo que aparecía ahora como beneficiario del testamento obviamente fraguado por él para heredar sus tierras; el juez se limita a responderle: «En la vida privada no me meto. Yo solo cumplo la ley. A los documentos me atengo».

			No es mejor la pintura de abogados y tinterillos, que en los textos literarios aparecen con rasgos esencialmente comunes. De los tinterillos, Alegría nos ofrece un rostro siniestro en El mundo es ancho y ajeno; Ruiz es el tinterillo que, mientras sirve secretamente al hacendado a cambio de una paga, aparece ante los comuneros como su encendido defensor, que les llena los recursos de expresiones declamatorias sin base legal, lo que, él sabe, será contraproducente en el momento de sentenciar.

			Son múltiples los textos que testimonian la situación de pobladores urbanos y del campo, inermes ante el poder que sobre ellos ejerce quien desempeña el rol de supuesto defensor. Como si no fuera suficiente el descaminarlos con frecuencia, respecto a la vía para ejercer su derecho, el abogado forense es sobre todo quien medra de los campesinos a través del litigio, el cual prolonga y enreda para beneficiarse mejor. Al punto que en La tumba del relámpago, Scorza apunta: «Los comuneros no sabían ya si era mejor ganar o perder un juicio. Los juicios se eternizaban, duraban generaciones. […] En una generación, [la comunidad de] Tusi había pagado a sus abogados más de un millón de soles sin obtener sentencia. En casos excepcionales los jueces sentenciaron a favor de las comunidades, pero la comunidad debía ya tanto a su abogado que este entablaba y ganaba un pleito por honorarios. Las tierras en disputa acababan, finalmente, a manos del abogado».

			Pero aun cuando el abogado no aparece retratado como un pícaro, recurrir a él tiene un precio alto. Eso es lo que se evidencia en el caso del doctor Correa, en El mundo es ancho y ajeno; abogado leal a la comunidad, para ejercer en términos legales una defensa que resulte exitosa, requiere a los comuneros que abandonen toda medida de fuerza. La lucha activa del campesino queda así proscrita; a la fuerza del hacendado hay que responder, según la domesticadora prédica del hombre de leyes, solo con recursos que —aun contando con un defensor honesto— son de resultado dudoso a la luz de la experiencia campesina. Acaso por esta castración definitiva que porta el abogado, el padre de Gabriel —personaje autobiográfico de Arguedas en Los ríos profundos— responde ante la sugerencia para que envíe a su hijo a la universidad: «¡Solo que nunca, que jamás serás abogado! Para los grandes males basta conmigo».

			En suma, una buena parte de los textos presentan una justicia farsesca, en la que el todopoderoso —hacendado, empresario, gobernante— maneja a su antojo el aparato judicial. Junto a ello, sin embargo, hay una arraigada confianza popular en el derecho, de la cual tenemos varias muestras. Por ejemplo, en El jinete insomne, de Scorza, un comunero invoca el título de propiedad otorgado por el rey de España, a lo cual el hacendado responde, zumbón: «En el Perú ya no manda el rey»; el comunero, muy seguro, replica: «Derecho es Derecho, señor». Y un personero comunal de Redoble por Rancas asegura confiadamente a sus mandantes: «El juez nos amparará. Proteger a los necesitados es el trabajo del juez».

			Es cierto que, además, los operadores del derecho dan una utilización perversa a la ideología jurídica. El tinterillo de El mundo es ancho y ajeno pretende solo que los campesinos bajen la guardia cuando les asegura que «El asunto es claro, de su parte está la justicia». Y el abogado de Historia de Garabombo, el Invisible, declama ante los campesinos que «La ley ampara a todos los peruanos», con el exclusivo propósito de ganarlos como clientes y cobrarles un adelanto de honorarios. Pero cuando los obreros sindicalizados de Cambio de guardia interpretan la resolución favorable del juez, concluyendo: «Si hemos ganado nosotros es porque la razón estaba de nuestro lado», se nos muestra que la confianza en el derecho no es una ingenua creencia sin fundamentos. Al resolver no solo ni siempre según los intereses inmediatos del poderoso, la justicia existente se procura un nivel de aceptación entre la población sobre la cual impone la ley.

			El carácter apenas matizado de una justicia en manos del más fuerte que, finalmente, sugieren los textos literarios analizados, aparece en alguna medida corroborado por la lectura de los comunicados que en tono denunciador publican frecuentemente sindicatos y otras organizaciones populares que dan cuenta del curso de sus reclamos ante el Estado. En un sentido concordante, las evidencias empíricas existentes acerca de la actitud de los peruanos respectivo al aparato judicial muestran que —si bien, para resolver conflictos sociales, se da un sometimiento popular a él, a veces voluntario— existe una marcada desconfianza frente al órgano del Estado que juzga.

			Por de pronto, tales evidencias empíricas descartan por completo la ilusoria posibilidad de que hubiese existido una suerte de vasta conspiración entre los escritores peruanos, destinada a denigrar jueces y justicia. Respecto al grado de confianza que la población tiene en relación con las instituciones judiciales, los elementos más confiables son los proporcionados por un estudio acerca del cambio social y económico, mediante una investigación iniciada en 1964 en treinta y seis pueblos de ámbito rural. La muestra incluyó 2,715 personas que, a su vez, representaban el 20% del total de la población comprendida en los pueblos seleccionados (Westacott 1975?). De las múltiples preguntas a las que fueron sometidos los entrevistados, cuando menos tres tenían relación con el tema que examinamos (cuadro 1). La primera se refería a la causa de las decisiones judiciales y ponía a los entrevistados en la disyuntiva de escoger «la ley» o «las influencias y el dinero», opción esta que escogió una aplastante mayoría. La segunda pregunta ponía hipotéticamente al encuestado en la situación de ser procesado por un hecho del cual no era responsable y lo interrogaba acerca de las posibilidades de recibir un castigo; menos de un tercio de los preguntados apostaron que no recibirían sanción. Finalmente, la tercera pregunta les pidió conceptualizar la cuestión en términos de las posibilidades de alcanzar justicia; solo un cuarto de los entrevistados creían que sus posibilidades eran «buenas».

			Cuadro 1
Fe en las instituciones legales

			
				
					
				
				
					
							
							¿Se basan las decisiones judiciales en la ley o en las «influencias personales»?

						
					

					
							
								En la ley	14%

						
					

					
							
								Indeciso	13

						
					

					
							
								En las «influencias» y el dinero	70

						
					

					
							
								Sin respuesta	3

						
					

					
							
							¿Qué posibilidades tiene usted de evitar un castigo injusto?

						
					

					
							
								Grandes posibilidades	32

						
					

					
							
								Ciertas posibilidades	29

						
					

					
							
								Poca o ninguna posibilidad	32

						
					

					
							
								Sin respuesta	7

						
					

					
							
							¿Qué posibilidades tiene usted de alcanzar justicia?

						
					

					
							
								Buenas	24

						
					

					
							
								Regulares	38

						
					

					
							
								Malas o ninguna	31

						
					

					
							
								Sin respuesta	7

						
					

					
							
							Fuente: Westacott, George, La confianza interpersonal en el Perú. Estudio psicosocial de campesinos y obreros, ESAN, Lima, 1975?, mimeo., p. 71.

						
					

				
			

			Una investigación en curso acerca de la percepción que de la legalidad tiene el campesino, realizada por CEDYS, muestra resultados similares a los que exhibe el cuadro 1. Un abogado a quien se pidió que describiera la actitud de los campesinos ante la posibilidad de iniciar un procedimiento judicial, respondió: «Son muy reservados para meterse en un proceso legal o litigioso; no se animan a plantear una acción; son contados los casos en que se sienten decididos. Es como cuando están enfermos, van al hospital solo cuando están hasta las patas; es una cuestión de supervivencia social» (Trujillo, 8.VI.81). Y una encuesta recientemente aplicada en Lima (Caretas, 22.III.82) reveló igual resistencia para recurrir a una denuncia entre aquellos que admitieron haber sido víctimas de un hecho delictivo durante el último año. Pese al muy alto número de víctimas —uno de cada cuatro entrevistados—, la mayor parte de ellas (65.6%) optó por no presentar denuncia y en más de la mitad de estos casos la razón que dieron fue que «denunciar es perder el tiempo». Podemos deducir válidamente que tras ese motivo hay un juicio claramente negativo respecto a la administración de justicia.

			Es de significación el hecho de que en el cementerio de Cajamarca y en el de Arequipa se rinda culto público a dos hombres que fueran fusilados hace pocos años, en ejecución de sentencias condenatorias de la Corte Suprema, que a ambos encontró responsables de uno de los delitos que mayor rechazo público provocan: violación de menor. Un primer análisis de este fenómeno sugiere que, si hasta milagros se les adjudica a quienes fueron así condenados por la justicia (El Comercio, suplemento dominical, 6.IX.81), es indudable que esas condenas y esa justicia están —cuando menos implícitas— en tela de juicio.

			Estudiando el caso del culto masivo a Ubilberto Vásquez Bautista, en Cajamarca, el antropólogo Luis Iberico (1980) ha señalado de él «una forma como se cobra la revancha [el pueblo] y triunfa al elevar a la condición de santo a un hombre que fue fusilado como criminal por el sector oficial». Piensa este autor que la necesidad popular de reivindicar a quien fuera fusilado por orden judicial se origina en que la justicia «que viene de arriba, como imposición del grupo dominante, se acata por temor mas no por convencimiento y siempre deja forzosamente un residuo de rebeldía, de oposición; actitud que por no estar en condiciones de enfrentarse abiertamente a la presión oficializada, busca formas soterradas, sibilinas de expresión» (1980: 37-38). Estaríamos entonces ante una manifestación simbólica de rechazo y contestación a una justicia que es la de un orden social impuesto. Similar observación formula Foucault (1976: 62-70) al analizar el comportamiento ambivalente del pueblo ante las ejecuciones dispuestas por el rey en la Europa anterior a la revolución francesa: de espectador que sádicamente disfruta la muerte dolorosa del condenado, se convierte en rebelde cómplice que en ciertos casos se amotina para poner en libertad al sentenciado.

			En todo caso, si en el Perú existe una marcada desconfianza popular respecto a la justicia, lo que requiere explicación es, más bien, por qué la población —aparte de aquellos que son procesados en la vía penal por iniciativa del propio Estado— comparece ante la justicia. Pregunta que nos lleva enseguida a la cuestión de quiénes son los que se acercan al aparato judicial. El cuadro 2 ofrece algunas evidencias indirectas para absolver el punto, al presentar el tipo de causas que eran más frecuentes en 1976 en el fuero común; debe anotarse que no hay ningún elemento de juicio que lleve a pensar que esas frecuencias han variado en los años posteriores.

			Cuadro 2
Causas civiles más frecuentes en cinco distritos judiciales del fuero común

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Distrito
judicial

						
							
							Lima

						
							
							Piura

						
							
							Arequipa

						
							
							Cusco

						
							
							Cajamarca

						
					

					
							
							1°

						
							
							Cobro de soles

						
							
							Cobro de soles

						
							
							Alimentos

						
							
							Alimentos

						
							
							Partidas

						
					

					
							
							
							39%

						
							
							46%

						
							
							25%

						
							
							21%

						
							
							37%

						
					

					
							
							2°

						
							
							Vivienda*

						
							
							Alimentos

						
							
							Cobro de soles

						
							
							Cobro de soles

						
							
							Alimentos

						
					

					
							
							
							20%

						
							
							20%

						
							
							20%

						
							
							15%

						
							
							20%

						
					

					
							
							3°

						
							
							Alimentos

						
							
							Vivienda

						
							
							Partidas

						
							
							Partidas

						
							
							Declaratoria de herederos

						
					

					
							
							
							8%

						
							
							13%

						
							
							14%

						
							
							13%

						
							
							8%

						
					

					
							
							*Bajo la denominación vivienda se incluye las causas de desahucio, pago de arriendo, aviso de despedida.

							Fuente: DESCO, Costos en la administración de justicia, Lima, 1976, mimeo., p. 7.

						
					

				
			

			Varios de los rubros que en 1976 encabezaban el rango de frecuencias en los distritos judiciales muestreados corresponden indiscutiblemente a problemas económico-sociales de sectores pobres. De una parte, tenemos las cuestiones de alimentos y partidas, que atañen exclusivamente a los menos favorecidos dentro de la sociedad. Los asuntos de alimentos, que tienen las frecuencias más altas en Arequipa y Cusco, generalmente están ligados no solo a la alta inestabilidad familiar en las capas populares, sino a las formas que allí adoptan las relaciones familiares, que hacen improbable la resolución de los conflictos sin la intervención de personas ajenas al grupo. Asimismo, los procedimientos de inscripción y rectificación de partidas, que aparecen con lugar destacado en tres distritos judiciales, tienen un origen inequívocamente popular. De otro parte, encontramos los asuntos que involucran como demandado a un litigante de origen social bajo o medio bajo. Tal es el caso de las cuestiones de vivienda, que en Lima alcanzan a ser una quinta parte de los juicios civiles. Es similar el caso del cobro de soles, dados los montos y el origen de la obligación a que usualmente se refieren —letras aceptadas por compras a plazos—, en cuanto también tienen como demandados a miembros de los sectores menos pudientes de la población.

			El cuadro de una masiva comparecencia popular ante la justicia es completado por las causas penales, en cuya inmensa mayoría los procesados son de extracción socioeconómica muy baja. En estos casos de naturaleza penal, como en los civiles referidos a vivienda y cobro de soles, el pobre comparece porque es emplazado judicialmente; en la vía penal, debido principalmente a que el Estado desempeña un rol activo que, más allá de la voluntad de quien sufrió el delito, busca sancionar al presunto responsable; en la vía civil, el menos favorecido es obligado a litigar judicialmente por el propietario de la vivienda que lo demanda o por el tenedor de la letra que reclama el pago. De modo que estos casos demuestran una presencia popular ante el aparato judicial, e incluso sugieren que la mayoría abrumadora de expedientes judiciales contienen problemas sociales típicamente pertenecientes a los niveles económicos más bajos, pero no prueban el sometimiento voluntario que nos interesaba resaltar y explicar.

			Son los casos de alimentos y de partidas, que abundan en la vía civil, así como los casos de las numerosas denuncias penales formuladas por gentes de los sectores más pobres de la sociedad, los que muestran la recurrencia voluntaria al aparato judicial para solucionar un conflicto determinado. Similar evidencia surge de un estudio de la justicia de paz no letrada (CEDYS 1979), llevado a cabo en 167 juzgados de todo el país, en el curso del cual se investigó una muestra de actas de conflictos resueltos en 1968 y 1978 por este nivel de la administración judicial, obteniéndose los resultados que aparecen en el cuadro 3.

			Cuadro 3
Tipos de conflictos más frecuentes en la justicia de paz no letrada

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							De parejas

						
							
							1,035

						
							
							34.5%

						
					

					
							
							De vecinos

						
							
							 674

						
							
							22.4

						
					

					
							
							Económicos

						
							
							 466

						
							
							15.5

						
					

					
							
							Incidentales

						
							
							 521

						
							
							17.4

						
					

					
							
							Familiares

						
							
							 306

						
							
							10.2

						
					

					
							
							Totales

						
							
							3,002

						
							
							100.0%

						
					

					
							
							Fuente: CEDYS, La justicia de paz no letrada, diagnóstico, Lima, 1979, mimeo., p. 13.

						
					

				
			

			El análisis de los casos muestreados, efectuado en esa investigación, confirma claramente que, como era relativamente previsible a partir de la cuantía mínima que compete a la justicia de paz, los litigantes pertenecían a los sectores más bajos de la población. Importa resaltar que un 73.1% de los casos habían sido voluntariamente sometidos por las partes, sin intervención de la policía, lo que revela una mayoritaria comparecencia ante el juez de paz no letrado a iniciativa de la población misma.

			Habiendo deslindado en la comparecencia popular un sector de ella que sí tiene un carácter voluntario, cabe insistir en la pregunta acerca de por qué se acercan al aparato judicial quienes, conforme hemos visto antes, desconfían tan severamente acerca de él. La paradoja parece resolverse por el hecho de que la situación de esos sectores empobrecidos precisamente implica una cierta incapacidad para dar salida, ellos mismos, a sus conflictos. La cifra de un total de casi 45% de problemas familiares y de pareja en la justicia de paz no letrada anuncia tal incapacidad con suma nitidez. Es esta condición la que obliga a buscar a la autoridad y someter a ella el curso final del conflicto, paso en el cual hay obviamente implicados un reconocimiento tácito de un orden social expresado en el Estado y un sometimiento a la decisión que él tome. La desconfianza es compatible con el sometimiento en la medida de la carencia de alternativas en esos sectores sociales cuando se trata de resolver el pleito familiar, la carencia de documentos personales o el conflicto entre vecinos.

			Por lo demás, debe considerarse otro elemento que parece ser significativo en la cultura jurídica peruana: el legalismo de los sectores pobres, especialmente los rurales. Martínez Alier (1973) y Hobsbawm (1977) han notado el peso que la legalidad cobra como espacio de reivindicación utilizado por el campesino en su relación con el poder. El origen de esto, apunta Hobsbawm (1977: 114), está probablemente en el régimen colonial, que reconoció legalmente las tierras de las comunidades; del respeto campesino al título de propiedad, que hasta ahora se profesa, debemos inferir que los españoles reconocieron cierta vigencia real a los documentos otorgados por la Corona para ese efecto. Y aunque el proceso reivindicativo de la tierra incluya acciones de fuerza, como las tomas de tierras, no hay en esto «un cuestionamiento ideológico a la legalidad existente» (Hobsbawm 1977: 116); antes bien, incluso existe una preocupación de legalizar tales acciones, mediante actas u otras formalizaciones que de hecho fueron usadas durante la movilización campesina por hacer efectiva la reforma agraria de los años setenta (Pásara 1978a).

			El material de la investigación iniciada por CEDYS en 1981, en torno a las relaciones entre el campesinado y la legalidad, parecía confirmar una explicación, muy frecuentemente escuchada, según la cual el campesino litiga, entre otras razones, por prestigio. Salir a juicio equivale a no dejarse humillar por quien viola el derecho de uno, o por quien lo desafía a medir, en la vía judicial, quién puede más. Por lo mismo, ganar un juicio es demostración de poder; debido a que, en esta percepción campesina, la mediación de la ley es sumamente tenue —y, por tanto, no hay derechos y obligaciones preestablecidos, por encima de las partes en pleito—, salir victorioso en un juicio constituye un índice transparente de los recursos de que cada cual dispone. Varias conexiones deben ser establecidas a partir de esa premisa. Una de ellas se enlaza con la corrupción establecida en el aparato judicial, que ciertamente alienta el litigar en aquellos que se consideran capaces de adquirir sus favores. Otro vínculo explicativo puede ser trazado con la práctica campesina, muy extendida en ciertas zonas, de recurrir al brujo para obtener un respaldo diabólico que, constituido en poder decisorio, incline la balanza de la justicia en beneficio del recurrente (Entrevista a Luis Iberico Más, Ica, 11.XI.81).

			No obstante la profunda desconfianza respecto al resultado que puede surgir del aparato judicial, entre las razones para recurrir a este también cuenta el hecho de estar autorizado para emitir soluciones no solo legales sino que proveen seguridad en cuanto constan en documentos escritos. Así como Hobsbawm subraya que «poseer ‘papelitos’ es muy importante para una comunidad campesina latinoamericana» (1977: 114), podemos sostener que es igualmente importante para una mujer que conste en documento oficial la pensión que el padre de sus hijos se ha comprometido a entregarle; que es útil para los vecinos que se asiente en un acta el compromiso mutuo de no ofenderse y vivir en paz; y que es esencial para el padre de la joven seducida que el juez de paz asiente los términos del acuerdo al que se ha arribado con el seductor, comprometiéndose este a entregar una dote o a contraer matrimonio.

			Puede sugerirse incluso que la conocida ineficiencia del aparato judicial no constituye un obstáculo definitivo a los efectos de obtener tales logros. De hecho, ir al Poder Judicial en muchos casos tiene una útil función amenazante para quien no puede obtener su derecho por otra vía; aunque el procedimiento tarde, nadie acepta tranquilamente ser enjuiciado, precisamente por lo imprevisible que es el resultado. De modo que demandar en juicio puede ser para el litigante de menores recursos una forma de convencer al demandado para que cumpla lo exigido, sin esperar la resolución judicial. Desde otro punto de vista, cuando el pobre es demandado para cumplir una obligación ineludible, él saca ventaja de la morosidad judicial: demora el lanzamiento de la vivienda que se le solicita o posterga el pago de la suma que adeuda. Así, por la vía de la amenaza, o a través de la ineficiencia como medio de defensa, los sectores populares pueden encontrar, sorprendentemente, algunos usos funcionales del aparato judicial que existe en el país.

			Pese a las frustrantes experiencias que le pueden significar a un ciudadano pobre el comparecer ante la justicia en procura de un derecho, es innegable, además, que en muchos casos obtendrá algo de lo que solicitaba, aunque su conquista sea mínima o efímera, o el precio pagado por ella resulte muy alto; más alto aún que el beneficio obtenido. Este hecho cierto promueve determinada aceptación de la justicia que, a través de su efecto demostrativo, contribuye a la recepción por ella de nuevos casos.

			La investigación acerca de la justicia de paz no letrada (CEDYS 1979) sugiere que en este nivel, dadas su accesibilidad y la cercanía social del juez a las partes, hay un grado notoriamente menor de desconfianza que respecto al resto del aparato judicial. Pero aun en la vía penal, el lado más claramente represivo de la justicia, en la cual interviene coactivamente la policía, y el juez no es un componedor sino un funcionario que impone castigos, hay una concurrencia popular que busca en el Estado solución a los conflictos que no puede procesar mediante una organización social propia, que las más de las veces no existe o padece una debilidad aguda. Solo en el caso de determinadas comunidades campesinas de la sierra o nativas de la selva parece haber mecanismos internos de resolución de conflictos. Las vastas mayorías pobres y desorganizadas parecen estar condenadas a tener que buscar amparo en un órgano del cual desconfían, en vista de que no encuentran otro al cual acudir. Explicación de la paradoja que, de una parte, expresa lo que significa para el ciudadano pobre que el Estado detente el monopolio de la justicia y, de otra, revela cómo, para este sector social mayoritario, es aún más duro el tener que sobrellevar tal tipo de justicia.

			La paradoja planteada es, pues, solo aparente. Es verdad que existe una generalizada opinión negativa acerca de la justicia; pero también es cierto que recurrir a ella no contradice tal opinión. De una parte, los males socialmente percibidos en el aparato judicial resultan utilizables —hasta cierto punto y de diversos modos— por quienes requieren solucionar un conflicto. Probablemente, en esa utilización, el margen de justicia aprovechable varía notoriamente según quien intente usarla y según quién sea socialmente su adversario. Tratándose de los sectores populares como demandantes de justicia, un nivel como el de la justicia de paz —ciertamente más accesible— ofrece algunas ventajas, que analizaremos en el capítulo cuarto; y, finalmente, sobre todo para estos sectores, no hay vías alternativas a la estatalmente impuesta que les ofrezcan una instancia de resolución.

			En todo caso, aquella percepción generalizada que existe en nuestra sociedad acerca de la justicia no parece ser distintiva del caso peruano. Casper (1972: 18) sostiene que los litigantes norteamericanos perciben el funcionamiento real del sistema legal como una extensión de la vida misma: cuánto se saca de él depende de cómo se sepa usarlo. No hay componentes morales; el acusado entra al juego en el mismo nivel de la policía, el abogado, el fiscal y el juez. En Chile, una encuesta realizada en 1972 entre los pobladores marginales encontró que el peso del dinero y las influencias sobre la justicia era reconocido por mayorías muy similares a aquellas que en la investigación citada identificaban en el Perú tal relación (CIDU 1973: 110-111). En la misma encuesta se planteaba la situación de un obrero atropellado por el automóvil de un rico en estado de embriaguez, tres cuartas partes de los encuestados aseguraban que el obrero perdería la acción judicial. Incluso en España, donde Toharia (1980) descubrió a través de una amplia encuesta, una cierta mitificación idealizadora de los tribunales, «solo el 39% de los entrevistados piensa que, en general, ‘los jueces ejercen su función honesta y honradamente’…» (1980: 131). Y, con más contundencia, Rafael López Pintor (1975: 157) había comprobado que frente a la afirmación «En un juicio laboral gana siempre el que tiene la razón», solo el 22% de los españoles entrevistados se mostraba de acuerdo, mientras que un 46% se declaraban en desacuerdo y el tercio restante prefería no contestar, de lo que podemos deducir válidamente una actitud poco entusiasta respecto al peso de la razón en las cortes.

			B.	El cristal con que miran los juristas

			Hasta hace pocos años los jueces peruanos declaraban públicamente que el poder judicial cumplía cabalmente sus funciones y que se caracterizaba por «sus virtudes de honradez e independencia». Es lo que, por ejemplo, puede leerse en la evaluación del poder judicial hecha por Domingo García Rada (1963) para el libro colectivo Visión del Perú en el siglo XX.

			Si bien en el ambiente cerrado de los seminarios para jueces organizados por la Corte Suprema, muchos de ellos señalaban claramente la existencia de una crisis de legitimidad social del poder judicial (Pásara 1981: 6), esta es una percepción muy reciente en los magistrados y rara vez hecha pública. Lo que sí se ha venido admitiendo es la existencia de deficiencias menores, en ningún caso reprochables al sistema de administración de justicia en conjunto. Tales deficiencias han sido alternativa o complementariamente imputadas al contenido del orden normativo y a ciertos individuos integrantes de la magistratura.

			Así, toda la discusión entre juristas acerca de los males de la administración de justicia ha quedado entrampada por una polémica inagotable: ¿es problema de leyes o es problema de hombres? Existen muy numerosos testimonios de esas posiciones, a veces irreconciliablemente expuestas, y en ocasiones armonizadas. La primera posición es muy simple y se reduce a una cuestión moral: «en definitiva [la reforma judicial es] problema de hombres» sentenciaba en su discurso el presidente de la Corte Suprema en 1971 (El Peruano, 19.III.71: 5), resumiendo alusivamente una serie de limitaciones atingentes solo a algunos individuos dentro del Poder Judicial y que normalmente son explicitadas como falta de capacitación o de honestidad en la función. Como veremos más adelante, esta interpretación de la problemática judicial pareció guiar las reformas de hecho impuestas por el régimen de Velasco a la magistratura. En cambio, quienes han sostenido que es el contenido de la ley el causante de ciertos desajustes, parten de admitir un problema mayor: una inadecuación social de las sentencias que los jueces dictan. «Encargado y hasta obligado a aplicar la ley, y en presencia de normas legales ya superadas por la constante e incontenible transformación social, [el juez] se ve obligado a dictar resoluciones que, en realidad, no siempre traducen una auténtica justicia» decía el discurso-memoria del presidente de la Corte Suprema que tomara el cargo luego de la depuración de ese organismo dictada por el gobierno militar en diciembre de 1969 (El Peruano, 13.III.70: 7).

			Para los jueces resulta casi irresistible el argumento que reposa en la obsolescencia de la ley como causal explicativa de una justicia socialmente objetada. Varios elementos contribuyen a ello. El primero es que, conforme a la ideología jurídica prevaleciente entre nosotros, el juez debe limitarse a expresar, en el caso concreto que se somete, aquella solución prevista por la ley; luego, toda crítica a la justicia no es sino una crítica a la ley. El segundo elemento consiste en que, según la información jurídica que transmiten las facultades de derecho, cada cierto tiempo las leyes sustantivas se cambian, buscando normar una situación social que se reconoce nueva; por ejemplo, el código civil de 1852 —repiten los profesores de derecho— legislaba respecto de los esclavos; el siglo XX requería un nuevo código, una nueva normatividad, para una sociedad obviamente transformada por el mero paso del tiempo. De modo que de la propia tradición legislativa parece surgir el principio de que es necesario adecuar la ley a la realidad naturalmente cambiante; fluye lógicamente que cuando hay malestar social por la justicia, haya que cambiar la ley. Pero el aspecto que resulta realmente atractivo para el juez es que este argumento lo absuelve de toda responsabilidad. Es decir, siendo la ley elemento decisorio en la producción de resoluciones, y lo que entonces resulta puesto en cuestión por cualquier crítica de conjunto al sentido de esas resoluciones, resulta tolerable jurídicamente discutirla y modificarla, en la medida en que es inevitable que «la ley se adecúe a la realidad». En nada de esto hay juicios de valor que interfieran con la conciencia jurídica del magistrado y, sobre todo, él no resulta responsable de nada.

			En circunstancias de un mayor cuestionamiento social a la justicia, como ocurrió a comienzos de los años setenta en el Perú y en Chile, los magistrados han responsabilizado explícitamente al legislador de cualquier resultado de su tarea que se considere indeseable. El presidente la Corte Suprema de Chile se amparaba en la ideología del juez-boca-de-la-ley para proclamar en 1970 que «Los jueces deben encuadrar sus actos dentro del marco preciso de la ley vigente […] la violación de esta a pretexto de que las circunstancias la han dejado atrás, envuelve la renuncia a que el régimen jurídico se modifique dentro de sus cauces propios y la implantación del arbitrio de individuos o grupos por sobre la norma que debe regirlos». Y, contestando directamente a los cuestionamientos de quehacer judicial, añadía: «Mientras la judicatura no pueda evitar los resultados de sus decisiones, no podrá evitarlo sin normas forjadas por el legislador, las críticas fundadas en sus efectos sociales o políticos, presentarán al ciudadano desprevenido o irreflexivo una imagen completamente falsa de la justicia» (Diario Oficial, n° 17596, 4.III. 70: 8, 13).

			En el Perú, dos años después, el presidente de la Corte Superior de Lima parecía enfrentar una situación semejante cuando declaraba oficialmente en su discurso: «sufrimos de equivocadas como punzantes críticas en nuestras resoluciones […] el juez no puede erigirse a fuerza de interpretar la ley, en legislador por culpa del envejecimiento de los preceptos legales […] porque, de serlo, significaría erigir la voluntad del Juzgador en fuente generadora de derecho, lo que es doctrinariamente inadmisible y muy peligroso» (El Peruano, 20.III.72).

			Encontramos, pues, un rechazo a las críticas; se sostiene que el único responsable de los frutos de la justicia es el legislador y que el juez está exento de culpa; y se amenaza veladamente con el caos en caso de que se libere al juez de la sujeción a la ley que ha sido puesta en cuestión debido a sus resultados socialmente indeseados. No hay nada que criticar: solo queda el camino —obviamente político y no jurídico— de intentar el cambio de la ley. En suma, la revolución no pasa por el palacio de justicia sino por el parlamento.

			Por cierto, hay también quienes intentan conciliar las dos vertientes admisorias de deficiencias en la justicia. Domingo García Rada sostiene que «la recta y oportuna justicia es cuestión de hombres bien formados, de leyes adecuadas y de medios materiales» (1978: 379), y enfatiza luego que «La reforma del Poder Judicial comprende dos aspectos distintos: el del personal, y el legislativo» (1978: 418). Pero cuando rechaza el simple reemplazo de los integrantes de la magistratura —de lo que acusa a la reforma emprendida por el gobierno militar en 1969— propone «algo más profundo, cambiando la legislación interna del órgano jurisdiccional y aquella dentro de la cual discurren los juicios […] Como ejemplo de la necesidad de tales cambios señalaremos el caso de horario de trabajo […] También se ha sugerido convertir una de las Fiscalías en lo Administrativo en Fiscalía en lo Penal» (Ibídem). Como puede notarse, se trata de cambios administrativos de dudosa validez frente al cuestionamiento social que la justicia encara.

			Pese a que los testimonios aquí citados pertenecen solo a magistrados, similar entrampamiento puede constatarse entre los demás hombres de derecho que se han ocupado de la reforma judicial. Estamos ante una condición en la cual «se pierde la capacidad de enjuiciar el derecho positivo y la realidad social y técnica de que nace» (Capella 1976: 62). Así, mientras la sociedad desconfía de la justicia y/o le teme, mientras la literatura, que da testimonio de la sociedad en que el propio jurista vive, presenta un cuadro aterrador, él «seguirá viendo el derecho como el mejor de los mundos posibles» (Ibídem).

			Entre la realidad del aparato judicial que sufren los no iniciados jurídicamente y la percepción que de esa misma realidad tienen las gentes de derecho, media la doctrina:

			La ‘Doctrina’, en derecho, designa un corpus original, constituido a la vez por los comentarios de las leyes y las decisiones de justicia (notas de sentencias) y por las obras ‘teóricas’ sobre el derecho. Se puede decir que aquí se trata del lugar privilegiado de la ideología jurídica donde se estructura el discurso ideológico, y donde se elabora la defensa y la ilustración del derecho. Digo lugar privilegiado, porque este es también el lugar de la colusión entre la enseñanza jurídica y la producción práctica jurídica. El estudiante de derecho hace de esto su pan cotidiano, el magistrado encuentra allí la confirmación de su jurisprudencia, el profesor, su justificación (Edelman 1980: 32). 

			Es la doctrina un velo espeso que, procurando una visión profesional y elaborada de las instituciones jurídicas y su manejo técnico, como contraparte impide al jurista ver aquello que otros pueden ver con nitidez. A través de esa doctrina el lenguaje jurídico cumple un rol fundamental (Núñez 1973); de un lado, mantiene al no iniciado en un margen de ignorancia que pretende inhabilitarlo para juzgar de manera descalificadora a la justicia; de otro, nutre al jurista en la convicción acerca de un mundo hermético e internamente consistente que solo él puede comprender; de ambas formas, la impermeabilidad del orden jurídico y del mundo de los juristas pretende estar asegurada.

			Sin duda, confrontar este tipo de razonamiento y de argumentación con la realidad, fuera de la cual aquel parece estar, lleva a concluir en la existencia de una fuerte carga ideológica en el pensamiento jurídico. Ideológica en un doble sentido: en cuanto se oculta una realidad que merece rechazo cuando es vista sin velos; y en cuanto se justifica esa realidad (Heydebrand 1979), en la medida en que le sobrepone nociones potables —como todos son iguales ante la ley o los jueces son imparciales— que persiguen convertir en aceptable un orden atroz.

			Precisamente, en la medida en que la visión de los juristas está altamente ideologizada —y, por ello, hace parte firme de sus convicciones— es que en definitiva no se encuentra con la percepción social de la justicia. Como ha notado Capella (1976: 99, 154), este desencuentro alcanza formulación a través del juicio salomónico: en este, que por definición está excluido en el derecho, se abre paso a una decisión que todos entienden como «justa». Con toda su ambigüedad e imprecisión, la decisión salomónica expresa la apelación popular a una justicia que no es la que impone el aparato judicial.

			Sin ninguna duda, esa distancia entre el juicio salomónico y la resolución arreglada a ley, está en el centro del problema que tratamos de examinar. Distancia que se nos presenta como insalvable, dado el modo que la organización del poder en estas sociedades ha designado como el adecuado para administrar justicia.

		

	
		
			Primera Parte:
Justicia Y Poder

			«Haciendo derecho, nosotros hacemos política
de la manera más silenciosa y eficaz: sin saberlo».

			Bernard Edelman

			Mucho se ha escrito y aún más se ha dicho acerca de las relaciones entre la función de administrar justicia en nombre del Estado y los mecanismos de ejercicio del poder. Pese a lo transitado del tema, dos errores tienden a prevalecer en su consideración. Según el primero, se cree que es solo nuestra sociedad la que se caracteriza por una subordinación de la justicia al poder. De acuerdo al segundo, se pretende que tal subordinación que ahora se constata es resultado, principalmente, del gobierno militar instalado en el poder en 1968.

			Esta parte del libro pretende presentar el problema en su complejidad. Partiremos de la versión que de estas relaciones nos dan los administradores de justicia para contrastarla con un examen apretado de cómo en nuestra sociedad —y en otras referencialmente utilizadas— comparecen débiles y poderosos ante la ley. Pasaremos luego revista a lo ocurrido entre poder y justicia durante el reformismo militar 1968-1975, remontándonos seguidamente a los antecedentes de esta relación durante la república. Finalmente, propondremos una interpretación acerca del paradójico hecho ofrecido por una administración de justicia dependiente del poder —en el caso peruano, de manera ostensible— que en las sociedades contemporáneas insiste pudorosamente en su imparcialidad y autonomía.

		

	
		
			Capítulo 2
Jueces apolíticos, justicia autónoma

			A.	La ideología judicial vigente

			A partir de la Revolución Francesa, circula con enorme éxito la teoría, surgida bastante antes, según la cual el poder del Estado se divide en tres ramas que se contrapesan mutuamente, una de las cuales desde entonces se denomina Poder Judicial. En la versión de los manuales de derecho constitucional y de los textos de educación cívica, la teoría se reduce a que mientras un poder del Estado legisla y el otro administra, la función del denominado Poder Judicial consiste en sancionar la extralimitación de cualquiera de ellos.

			Varias consecuencias se siguen del principio de la división de poderes. Para que un poder contrapese al otro, debe ser autónomo respecto a aquel; luego, el Poder Judicial tiene que ser autónomo. Y como es la política lo que diferencia y agrupa a quienes pugnan por controlar el ejercicio del poder a través del Ejecutivo y Legislativo, en el Poder Judicial la apoliticidad de sus miembros los preservará de la contaminación que de otro modo mellaría la autonomía del aparato estatal a su cargo.

			Llevemos estas premisas a la tarea de administrar justicia. Autonomía y apoliticidad están formalizadas mediante el silogismo judicial. La definición que de este da el tratadista Becaria era citada entre nosotros por un presidente de la Corte Superior de Lima: «el ministerio judicial queda reducido a un simple silogismo cuya premisa mayor está en la ley, la menor en el hecho que se juzga y la consecuencia en la resolución que se expide» (El Peruano, 24.III.71: 8).

			El juez debe evitar toda interferencia que pueda perturbar la operación del silogismo. Se trata de «examinar detenida e imparcialmente los procesos, para encontrar en ellos la verdad, que a la postre en los fallos no es otra cosa que subsumir el hecho a la norma» (Discurso del Presidente de la Corte Superior de Lima, El Peruano, 13.III.70: 10). Delimitada así la tarea judicial como el esfuerzo para colocar cuidadosamente los hechos sociales dentro de los dispositivos legales existentes, y justificada tal tarea como el «encontrar la verdad», en la versión de los propios jueces queda así garantizado el cumplimiento de la misión encomendada a este poder del Estado.

			Es importante resaltar dos componentes claves del silogismo prescriptivo de la función judicial. El primero lo precisa un presidente de la Corte Suprema: «la justicia que se busca realizar a través de las sentencias […] exige el que estas expresen la voluntad de la Ley» (El Peruano, 19.III.71: 5). Lo que está en la ley expresa la justicia; desde que hay normas legales no es preciso, ni pertinente, invocar la justicia como algo distinto a la ley expedida por el Estado, puesto que precisamente este habla por aquella. Como importante corolario, la determinación de los criterios de justicia queda reservada como facultad exclusiva del legislador.

			El segundo componente esencial son las pruebas que el expediente judicial contienen y a partir de las cuales —y únicamente de ellas— el juez debe decidir, incluso poniendo de lado elementos de juicio adicionales con los que él pudiere contar. Es interesante la justificación de esta circunscripción al expediente judicial que ofrece un ex presidente de la Corte Suprema: «no todos los jueces somos sabios […] por eso la ley exige que nos atengamos a la prueba y según ella juzguemos las causas» (García Rada 1978: 296)1.

			Si la teoría política que gesta el Estado liberal en el siglo dieciocho tiene como uno de sus ejes la división de poderes que se contrapesan mutuamente, la consecuencia fundamental de ella para la teoría judicial se da a través de una concepción del juez, apolítico en su tarea —y a veces, como en la Constitución peruana de 1979, también apolítico como ciudadano—, ajeno a todo lo que no sean las pruebas que obran en el expediente y las normas contenidas en la ley. Los jueces repiten hoy lo que hace mucho decía Luis Felipe Villarán, citado por Bernardino León y León (1925: 53): «el Juez solo debe tener en consideración la ley, cualquiera que sean las consecuencias. Ninguna influencia política debe entrar en su santuario».

			Ese es el núcleo de la ideología judicial vigente. El «juez debe estar totalmente libre de ataduras» (García Rada 1978: 87) y el poder judicial «no debe tener vinculación política» (Ibídem: 89). Los jueces peruanos han ratificado esto en las varias ocasiones en que se han reunido, convocados por la Corte Suprema con fines de capacitación, si bien han tenido una enorme dificultad en definir en qué consistía propiamente la reclamada autonomía (Pásara 1981: 6). Pero tal adhesión no solo es propia de los jueces peruanos. Al constituir los jueces italianos la Associazione nazionale magistrati, luego de la caída del fascismo, reclamaban independencia, autonomía, unidad de jurisdicción, mejores remuneraciones y otras facilidades materiales y técnicas, proclamando no solo apoliticidad sino también rechazo a su sindicalización (Moriondo 1977: 312).

			Analizando el caso chileno —en el cual el comportamiento y discurso judiciales durante los periodos de Allende y Pinochet son particularmente reveladores— Cúneo (1980: 11) observa que

			es necesario subrayar que el concepto de autonomía resulta […] puramente formal, se respeta en la medida que los tribunales tengan el monopolio de la jurisdicción, por decirlo de algún modo, y que sus sentencias puedan cumplirse sin interferencia. El contenido del ordenamiento jurídico, los principios que lo informan y, en definitiva, lo que ordenen las sentencias parecen ser enteramente indiferentes a los Tribunales, siendo en lo sustantivo absolutamente dependientes o no autónomos respecto del resto del sistema político. El pensamiento de la Corte, expresado por su Presidente, producido el cambio político de 1973, y contenido en el discurso de 1974, es que la Corte tácitamente reconoce al nuevo Gobierno porque ha prometido cumplir y cumple los fallos de los Tribunales. La Corte no se plantea el problema de la legitimidad del nuevo orden o el de la validez de las normas jurídicas emanadas de él. Su preocupación se centra en si se respeta su autonomía en la forma descrita. 

			De un modo similar, los golpes de Estado ocurridos en el Perú han sido ocasión propicia para que las cortes afirmen una autonomía que se reduce al desentendimiento respecto a este hecho político central (Belaunde 1974).

			Hemos llegado a una paradoja. El punto de partida consistía en un poder judicial que por ser autónomo era capaz de contrapesar a los otros poderes. Pero el desarrollo de esta «separación» del poder judicial lo lleva a desentenderse de los contenidos en el ejercicio de esos poderes. La autonomía, así, deviene sinónimo de aparente aislamiento. Cuanto más aséptico se presente quien administra justicia, mejor habilitado se halla para desempeñar su función.

			Desarrollándose en un plano bastante más concreto, la reforma judicial que emprendió el gobierno militar en el Perú en los años setenta declaró buscar «un renovado Poder Judicial, verdaderamente autónomo, libre por entero de todas las presiones», según expresión del presidente Velasco («Mensaje a la Nación con motivo del Sesquicentenario de la Independencia Nacional», 28.VII.71). Y las reformas implementadas entonces fueron saludadas desde la presidencia de la Corte Suprema misma como correspondientes «al laudable propósito del Gobierno de contribuir a la independencia del Poder Judicial, alejando a sus miembros de la inaceptable interferencia pública» (El Peruano, 13.III.70: 6).

			Pero ¿en qué consiste específicamente la autonomía? ¿Cuándo el poder judicial o el juez individual son autónomos? He aquí la respuesta que en 1978 ofrece un jurista peruano:

			Por definición, el juez es aquel que está más allá de todas las partes, aquel en quien todos los miembros de la sociedad confían por su buen juicio. Es esto lo que hace la grandeza del Poder Judicial y lo que sustenta el respeto a los magistrados: el hecho de que son incólumes frente a las presiones del momento. Mi respeto profundo por la función judicial se basa en que está —o debe de estar— al abrigo de los vientos contrarios que soplan en la vida social, en que es ajena a las modas políticas o incluso intelectuales […] lo que un magistrado no puede dejar de tener es […] una independencia a toda prueba (Trazegnies 1978: 59).

			En tal propuesta aparecen dos niveles distintos: el más concreto y preciso es la inflexibilidad del juez ante las presiones que buscan que decida en un sentido determinado el caso concreto que debe resolver; el segundo nivel —«estar al abrigo de los vientos contrarios que soplan en la vida social»— aparece más retóricamente y se emparenta con los rasgos aislacionistas de la ideología judicial vigente que acabamos de examinar. El cuestionamiento más simple de este segundo nivel consiste en preguntarse si es posible tal aislamiento personal del magistrado, a los efectos de garantizar la independencia o la autonomía que se reclaman para el poder judicial. Podemos expresar la objeción de esta otra forma: si la concreción de la autonomía judicial que se pretende consiste en un requisito imposible para los jueces —como imposible es esa aludida separación respecto a lo que transcurre en la sociedad—, entonces la pretendida autonomía tampoco es posible.

			Antes de formular el cotejo entre la ideología judicial vigente y la práctica del poder judicial —de qué modo es «autónomo» en los hechos— es útil reparar en el caso del poder judicial chileno. Una retórica semejante a la que acabamos de revisar insistió en Chile, desde comienzos del siglo, en la necesidad de profesionalizar internamente el poder judicial y afirmar su autonomía mediante su no politización; mientras el país experimentaba un proceso de democratización social, muy marcado a partir de 1932, la magistratura se mantuvo al margen de él, precisamente en nombre de los postulados enunciados. Se pretendía garantizar la imparcialidad en el juzgamiento mediante la sustracción de los magistrados de una vida política que expresaba un proceso de evolución social. En definitiva, la autonomía era el reclamo que, conscientemente o no, sustrajo a los administradores de justicia de las tendencias y fuerzas de la vida social, pero que, al intentar situarlos por encima de ellas, de hecho vino a ubicarlos objetivamente al lado de las posiciones más conservadoras. En Chile, 

			el énfasis puesto en la no politización del Poder Judicial y en su profesionalización […] como una manera de mantener el equilibrio político general del sistema, repercute al interior del Poder Judicial de dos maneras distintas: le permite una relativa autonomía interna […] pero también implica una relativa marginación de ese poder respecto del transcurso de la vida social (Frühling 1980: 27).

			B.	La realidad contradice la doctrina

			En el caso peruano —y fuera del testimonio literario, de fuerza aplastante, que hemos recogido en el primer capítulo— quienes han analizado la ubicación social del administrador de justicia no han vacilado en identificarlo con determinado sector social, muy lejos de la postura pretendidamente suspendida, por encima de intereses enfrentados. Así, a comienzos del siglo, José Antonio Encinas señalaba el papel de los jueces en «esta rueda bajo la cual se aplasta al indio» y denunciaba que pese a las bajas remuneraciones de jueces de primera instancia, agentes fiscales y vocales, estos «aparecen al cabo de algunos años de ejercicio de la Magistratura, como poseedores de haciendas y fortunas, cuyo origen no es difícil explicárselo» (Encinas 1920: 114).

			Al intentar una pintura global de lo que en el Perú ha sido el poder judicial durante este siglo, la vinculación de los administradores de justicia con los hacendados es uno de los elementos más notorios. Se ha descrito cómo el joven abogado que era nombrado juez en la provincia pertenecía a una familia terrateniente o se asociaba luego a ella por matrimonio, cómo los hacendados tenían un lugar decisorio allí donde se discutían los ascensos judiciales y cómo, finalmente, estos mecanismos excluían —mediante el sistema de las ratificaciones judiciales periódicas— a quienes se atrevieran a desafiar el poder de los «señores» mediante una resolución judicial adversa y, complementariamente, promovían hasta los ansiados cargos en Lima a aquellos que habían demostrado ser «de confianza» ante los ojos de sus privilegiados patrocinadores (Cleaves y Scurrah 1980: 156).

			En efecto, la autonomía de la judicatura, doctrinariamente situada por encima de las partes enfrentadas, en el caso peruano casi no resiste comparación con la realidad. La explicación acerca de la profunda brecha que en la realidad del país se produce entre la teoría y la práctica judiciales seguramente reposa en la forma del dominio político que tuvo vigencia en nuestra sociedad hasta entrada la segunda mitad del siglo. La organización estatal que garantizaba un ordenamiento socio-económico profundamente atrasado necesariamente adoptó formas excluyentes de la mayoría de la población respecto a los distintos niveles de participación política. Dicho en otras palabras, ese orden de cosas requirió de una forma de dominación política exclusiva y excluyente, en la medida en que era, a la vez, expresión y requisito de la dominación de una minoría sobre las mayorías nacionales. Al Estado con estas características se le ha denominado «Estado oligárquico», una forma que expresa y supone relaciones de profunda dependencia con los centros de poder internacional. De esta manera, la democracia constituía una alegación solo formal, puesto que la mayoría de la población estaba impedida de elegir y ser elegida. De este modo, las instituciones parlamentarias, que en realidades como la europea, por ejemplo, son expresión de una democracia liberal efectivamente existente, en el Perú eran una ficción que ocultaba tras de sí relaciones tradicionales y atrasadas, como la existencia de redes de poder local (hacendado-policía-juez-subprefecto), en verdad propias de un Estado feudal o semifeudal.

			En ese contexto, el formalmente vigente derecho republicano de tipo liberal se generó mediante una traslación de principios jurídicos que poco o nada tenían que ver con la realidad socio-económica prevaleciente, pero a cuyo ocultamiento contribuían. De esta manera, el ordenamiento jurídico y su doctrina justificante, en cuanto vigencia, resultaban «letra muerta» ante el peso de la tradición y las relaciones socio-económicas atrasadas. A pesar de lo expresado en la ley y lo proclamado por los juristas, lo que predominaba era la famosa «ley del gamonal» y, en forma secundaria, la ley de la tradición comunal. En tal situación, la administración de justicia, profundamente ligada a los mecanismos de poder tradicional, revestía la dominación de formas legales, utilizando la cobertura del derecho liberal; para mencionar solo un ejemplo: la utilización dolosa de una forma legal de tipo liberal como la formación de títulos supletorios permitió la expansión y consolidación de la hacienda tradicional mediante el despojo a los campesinos, ejecutado no sin la complicidad del poder judicial. Tal es el proceso que, presenciado por Arguedas en Ayacucho, es descrito testimonialmente en Yawar Fiesta: «año tras año, los principales fueron sacando papeles, documentos de toda clase, diciendo que eran dueños de ese manantial, de ese echadero, de las pampas más buenas […] Con los mistis venía el Juez de Primera Instancia, el Sub-Prefecto, el capitán Jefe Provincial y algunos gendarmes».

			De tal línea de comportamiento judicial hay abundantes evidencias. Ciertas áreas de decisión judicial muestran más claramente la prevalencia de intereses marcadamente minoritarios. Una de tales áreas es la reforma agraria, intento gubernamental que al iniciarse tímidamente en los años sesenta procuraba domar el movilizado cuestionamiento de la base de poder del terrateniente que ya el campesinado había empezado. Diversos procedimientos legales expresaron el choque de intereses en el campo, precipitado por la reforma. De una parte, con el fin de evitar que los campesinos pudieran reclamarse beneficiarios de la ley en su calidad de poseedores de tierras del hacendado, este recurrió a diversas acciones que culminaron en desalojos masivos. De otro lado y de acuerdo a la ley, el ente estatal encargado de los procesos expropiatorios recurrió a la vía judicial sin alcanzar hasta 1968 —luego de cuatro años de vigencia de la primera ley de reforma agraria— que se culminara uno solo de los procedimientos iniciados. Finalmente, los propietarios sobre cuyos predios se intentaba la expropiación echaron mano a diversas acciones, incluyendo el habeas corpus, para obtener amparo —ellos sí— de la administración de justicia (Figallo 1973: 38).

			El ejercicio de la acción de habeas corpus fue propicio a la defensa, y la protección, de los intereses tradicionales que se percibían amenazados por esfuerzos parciales del Estado —bajo control de tendencias reformistas desde los años sesenta— destinados a recortar en algo el poder de aquellos. Tratándose de la reforma agraria, merece ser destacado el habeas corpus interpuesto por los hermanos Elvira y Alfredo Romainville respecto a la afectación del fundo Huadquiña en el Cusco. Sostenían ellos que la valoración del predio carecía de validez y, en consecuencia, la acción de afectación a cargo del Instituto de Reforma Agraria devenía en atentatoria contra el derecho de propiedad garantizado por la Constitución. La Corte Suprema, en resolución del 30 de julio de 1965, amparó el habeas corpus por la razón señalada y ordenó una nueva tasación (Revista de Jurisprudencia Peruana, n° 263, diciembre de 1965: 1483-1489)2.

			En otras ocasiones, cuando importantes intereses se consideraron afectados, recurrieron también al habeas corpus, debido probablemente a que su trámite como acción resulta bastante menos lento que el de una acción ordinaria. Como se sabe, cuando algún derecho ha sido violado, recurrir a una acción ordinaria en el Perú implica una espera durante la larga y complicada tramitación, que de por sí significa tolerar que la violación del derecho se mantenga como tal durante un plazo prolongado. Quizá debido a esto, los intereses de mayor peso, a fin de preservar sus prerrogativas, han preferido utilizar el habeas corpus, acción de trámite bastante más expeditivo que la ordinaria.

			Resulta sumamente ilustrativo examinar el tratamiento que la jurisprudencia ha dado a ciertas instituciones jurídicas al resolver casos en los cuales estaba de por medio un importante interés económico. Empecemos por el respeto a la vía procesal normativamente establecida que —en general y a veces con exceso— la Corte Suprema hasta hace poco cuidó celosamente que se respetara, aún a riesgo de negar, por razón de forma, un derecho urgentemente reclamado por su efectivo titular.

			El primer habeas corpus en que la cuestión procesal tiene peso gravitante es el interpuesto en 1948 por Gildemeister y Cía. S.A., al haber sido multada esta empresa debido a no haber cumplido la obligación de entregar al Estado las divisas provenientes de sus exportaciones. La empresa sostuvo en su recurso que el régimen de control de cambios —dictado en circunstancias económicas nacionales sumamente graves— no tenía base legal y que la multa impuesta violaba la libertad de contratación y la de comercio. El tribunal amparó el recurso, sosteniendo que la multa impuesta importaba una violación de la libertad de comercio e industria y de la garantía constitucional que establecía «Nadie será condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no estén calificados en la ley de manera expresa e inequívoca como infracciones punibles», evidentemente referida a cuestiones penales. La resolución del tribunal, de 15 de junio de 1948, exculpa de responsabilidad a la empresa infractora, aduciendo que ella «en guarda de su crédito, procedió en circunstancias excepcionales y apremiantes con el propósito de mantener el normal funcionamiento de su industria»; y, en aparente alusión a la improcedencia procesal del recurso de habeas corpus señalada por el procurador general de la República, añadió un ambigua interpretación según la cual los jueces «están facultados para apreciar y resolver antinomias o implicancias que pudieran presentarse» (Revista de Jurisprudencia Peruana, n° 52-53, mayo-junio de 1948: 394-405). La resolución quedó firme debido a que el tribunal no concedió el recurso de nulidad interpuesto contra ella por el procurador —bajo el argumento de que dicho recurso era procedente solo cuando la resolución no amparase el habeas corpus— y luego la Corte Suprema, contra la opinión del fiscal, rechazó la queja planteada por tal decisión. Cabe subrayar que, en virtud del criterio jurisprudencial presente en la resolución, el apremio de la empresa que violó las normas sobre divisas recibió mayor reconocimiento por el tribunal que el apremio del Estado que había dictado tales normas en salvaguarda de la economía nacional y, concretamente, para poder regular el tipo de cambio. De otro lado, puede observarse que en lo procesal el tribunal se comportó flexiblemente al dar cabida al recurso de habeas corpus, y muy rígidamente al negar el recurso de nulidad. Ambas actitudes, contradictorias entre sí, resultaron beneficiosas para el mismo interés.

			Años después, en la década de los años sesenta se plantea un habeas corpus contra una resolución directoral del Poder Ejecutivo que presuntamente lesionaba derechos de un concesionario minero. Tanto el fiscal como la resolución de la Corte Suprema reconocieron expresamente que la vía procesal era la ordinaria y no la usada por el recurrente; sin embargo, en la resolución de 3 de enero de 1961 también se prefirió dejar de lado la formalidad de la ley procesal y amparar el habeas corpus, declarando que la resolución directoral no tenía eficacia legal (Revista de Jurisprudencia Peruana, n° 204, enero de 1961: 80-84). Dada una tradición judicial, incuestionablemente vigente en esos años, que anteponía la más celosa vigilancia sobre las formas del procedimiento, cabe preguntarse si las excepciones hechas para estos dos casos no guardan relación con el peso de los intereses en juego.

			Al examinar el trato dado por la jurisprudencia a las acciones planteadas en defensa de ciertos intereses dominantes, se comprueba que la defensa de tales intereses, predominantes en la sociedad peruana hasta los años sesenta, se ha valido en el razonamiento de nuestros tribunales de cierto tipo de doctrina jurídica que, generada dentro del Estado liberal correspondiente a los países hoy industrializados —para servir de fundamento a la protección del individuo frente al Estado— al ser trasladada a una sociedad oligárquica venía a convertirse en argumento de defensa abierta de los restringidos sectores dominantes. En nombre de los «derechos adquiridos», por ejemplo, se negó validez en resolución de la Corte Suprema de 26 de junio de 1968 a determinados decretos supremos que afectaban los derechos de la empresa petrolera Conchán Chevrón, quien los había impugnado recurriendo también a una acción de habeas corpus. La resolución establece que los documentos públicos no pueden ser modificados por normas expedidas posteriormente por el Estado y, lo que es más significativo, sostiene que el Estado está impedido de intervenir en el mercado cuando de ello pueda derivarse un perjuicio a los particulares (García Belaunde 1979: 66). En las condiciones de un mercado altamente oligopolizado, no es necesario subrayar los efectos de tales criterios para esta decisión judicial en la que, por lo demás, también se habilitó la vía procesal del habeas corpus para objetar un reglamento de orden general, lo que, conforme a reiteradas decisiones de la propia Corte Suprema, requería del uso de otra vía: la acción popular.

			Algo similar ocurrió con la doctrina jurídica de «la irretroactividad de la ley», en nombre de la cual las cortes peruanas se negaron a reconocer validez a la ley que otorgase un derecho nuevo a los trabajadores. La propia Corte Suprema consideró anticonstitucional una ley laboral, invocada por un ex trabajador de la International Petroleum Co. para demandar a la empresa respecto al pago de sus beneficios sociales; adoptó la Corte la argumentación del fiscal interino Raúl Ferrero Rebagliati, quien sostuvo «que el ordenamiento legal persigue la ‘seguridad jurídica’ y aceptar la retroactividad de la ley, es crear ‘incertidumbre jurídica’» (García Rada 1978: 276-277).

			Aparte de las resoluciones de las cortes en casos concretos, el testimonio de los propios magistrados contribuye adicionalmente a los efectos de poner en cuestión la autonomía descrita por la doctrina como una suerte de incontaminación social del juez. Una figura judicial como el ex presidente de la Corte Suprema, Domingo García Rada, no vacila en proclamar clara e inequívocamente que «el conservadorismo […] es innato en el órgano judicial» (García Rada 1978: 397) y se alinea con intereses genuinamente reaccionarios al proponer como casos paralelos de despojo, el de su cese como vocal supremo por decreto del gobierno militar y el de la expropiación de la hacienda Tumán por acción de la reforma agraria (Ibídem: 365).

			C.	¿Justicia o dominación?

			El análisis de ciertos casos como los reseñados en el párrafo anterior ha sugerido a algunos estudiosos de la administración de justicia la existencia de una «justicia de clase» (Novoa 1975); bastaría entonces comprobar quiénes son las partes en litigio para que se pudiese predecir a cuál de ellos se le va a declarar el derecho que reclama, sin considerar el peso del fundamento que alegue ni la pertinencia de las pruebas que ofrezca.

			Aun cuando en ciertos casos judiciales tal parece ser el mecanismo decisorio —similar a una correlación de fuerzas político-sociales— resulta excesivamente simplificador, y falso, en consecuencia, reducir el proceso de adjudicación de derechos a través del poder judicial a un reflejo mecánico de la relación de poder que hay entre quienes litigan. Esta relación no explicaría, por cierto, el resultado de un sinnúmero de sentencias que son expedidas diariamente, en las cuales «la parte débil» de la relación jurídica obtiene efectivamente protección del derecho que invoca; y tampoco se explicaría de ese modo el trabajo de jueces y abogados que con cierto esfuerzo desarrollan razonamientos y construcciones técnicas cuyo propósito no puede identificarse con la búsqueda de razones para justificar al poderoso.

			Sin embargo, el orden de poder prevaleciente en una sociedad determinada está presente de varios modos en el proceso judicial. Tales modos configuran una forma operativa bastante más compleja que aquella sugerida por la tesis de «la justicia de clase».

			En primer lugar, y como es evidente, los litigios judiciales expresan los conflictos propios de una sociedad determinada, incluyendo aquellos que pueden imputarse directamente al dominio económico y político que en ella impera. Hace más de un siglo, en 1861, un colaborador de Gaceta Judicial expresaba esto de la siguiente forma: 

			En una sociedad cuyo conjunto nunca cuenta iguales recursos para todos […] podemos considerar que la parte acomodada de un pueblo subyuga insensiblemente a la parte indigente, es decir, la domina de hecho, […] hé aquí el lazo que une a estas dos porciones de una sociedad — a ricos y pobres; […] siendo los ricos y los pobres los que se relacionan entre sí, resulta que los primeros, siempre con la tendencia de abusar de su posición, engañan, retardan por lo menos, y faltan a los compromisos que contrajeron con los segundos; de donde nace la reclamación, la cuestión o la demanda a que apela el pobre para obtener justicia contra el rico (Gutiérrez Paredes 1889: 7).

			En razón de los conflictos que procesa, en cualquier sociedad la administración de justicia está ya cargada de los rasgos del orden social en que se halla. Pero ese es apenas un dato de partida sobre el cual se levanta la función misma del aparato judicial, consistente en resolver de una manera característica tales conflictos. A este efecto, indican Ciudad y Zarzar, «administrar justicia es encausar el conflicto, evitar que este adopte un curso ajeno al Estado y los marcos legales que aquel determina» (1980: 54). Cuando la administración de justicia procesa un conflicto social, lo hace en nombre del Estado que intenta así monopolizar la capacidad de resolver conflictos como uno de los atributos inherentes al ejercicio del poder y al monopolio de la fuerza que detenta.

			El Estado ejerce el poder que le es propio cuando toma a su cargo los conflictos sociales y los resuelve. Puede decirse, entonces, sin exagerar, que el Estado —y quienes lo controlan— se valen del administrar justicia para ejercer el poder. Ahora bien, la resolución de conflictos se efectúa de acuerdo a normas de dos tipos. Unas, llamadas sustantivas, establecen derechos y deberes para las partes y, en consecuencia, son las que se usarán para determinar quién «tiene la razón» en un caso particular. Las otras, llamadas procesales, prevén quién debe encargarse de resolver el litigio y cómo tramitarlo.

			Mediante ambos tipos de esta previsión normativa, que es impuesta coactivamente por el Estado, este da trámite a la conflictividad social y ejerce su autoridad. Ciertamente, las normas sustantivas están cargadas de los valores que imperan en el orden social de que se trate y, por tanto, no están desconectadas de la relación entre fuerzas sociales allí dada y de su expresión política a través del Estado. De modo que cuando un juez invoca la ley para resolver, está haciendo explícito que su decisión se base en criterios coactivamente impuestos por el Estado, sea que tales criterios hayan sido acordados democráticamente o no, representen un consenso o más bien la ideología de un grupo minoritario, acojan derechos y valores reconocidos por todos o tan solo por un sector dominante. Los criterios socialmente impuestos por la ley constituyen, pues, el siguiente modo de conexión profunda entre la función de administrar justicia y las características concretas de la sociedad en que eso se hace.

			En una realidad como la nuestra —y como lo sugiere el examen de la justicia de paz no letrada, al que nos referiremos más adelante— en ciertos casos el Estado tolera que se resuelva según reglas sustantivas no previstas en la ley, a cambio de que quien resuelva de ese modo lo haga en nombre del Estado en cuanto es este quien le ha delegado esa autoridad. En este caso extremo y pese a no aplicar la ley vigente, es la estructuración del poder lo que está detrás del juez de paz no letrado que, haga lo que haga, sigue siendo fundamentalmente un representante del Estado.

			Vale la pena añadir que la noción de imparcialidad que tan frecuentemente se invoca al administrar justicia es una pieza importante de este mismo juego. Es decir, lejos de ser una noción neutral o aséptica, es un concepto cargado de valor, que implica que el Estado considera deseable y factible —en nuestras sociedades solo hasta cierto punto— operar de un modo neutral. Y este modo de operar tiene una importante ligazón con la desigualdad social: al proclamarse imparcial, la administración de justicia admite y hace admisible la desigualdad. Al asegurar, como lo hace, que su decisión pasa por alto si quien reclama su intervención es rico o pobre, blanco o indio, hombre o mujer, el poder judicial colabora en hacer más llevadera la existencia de estas categorías profundamente discriminatorias (Sachs 1976: 123). Lo cual presta un importante servicio a la preservación del orden social que se basa sobre tales desigualdades y en el que tales discriminaciones tienen lugar.

			Cuando, en virtud de circunstancias inusuales, hombres de los círculos dominantes resultan a merced de la maquinaria judicial, quienes la operan en un país como el nuestro pueden no tener pudor alguno para mostrar las razones, que ellos consideran de validez plena, para presumirlos inocentes de los cargos que las pruebas sustentan. En uno de los casos judiciales famosos de los últimos tiempos, el caso Prado, el fiscal del tribunal que examinaba la responsabilidad de los miembros del directorio en los dolosos manejos de este grupo financiero, llegó a concluir en que no había tal responsabilidad debido a que según el criterio de los directores los ejecutivos que incurrían en serias irregularidades eran «personas de una simple y honorable trayectoria que los hace insospechables de haber intervenido consciente y voluntariamente en los actos investigados» (DESCO 1978?: 73). De modo que el criterio de clase finalmente aparece, desnudo y a título excepcional, cuando no hay otro recurso argumental y los perjudicados por una aplicación sana de la ley pertenecen a círculos demasiado elevados.

			La relación vincular entre la administración de justicia y el dominio existente no es, ciertamente, privativa de la sociedad peruana. En el caso chileno se ha puesto de manifiesto no solo «un abierto predominio de criterios jurídicos conservadores y tradicionalistas» que daban «mucho relieve a los derechos individuales […] reconociéndoles un carácter casi absoluto e intangible» mediante una paralela desvalorización de «los intereses del Estado o de la colectividad en general»; lo más significativo quizá es que para mantener tal carácter la judicatura chilena «ha cegado cualquier pluralismo ideológicos dentro de sus filas» (Novoa 1972: 23-24). Precisamente, tal tradición judicial permitió que cuando los sectores conservadores perdieran el control del poder ejecutivo a través de las elecciones de 1973, recurriesen al poder judicial «para transgredir —a la sombra de la ‘conciencia jurídica general’ (que no es sino la burguesa)— el derecho positivo, mediante nuevas interpretaciones y doctrinas». De hecho, las decisiones judiciales se convirtieron entonces en trabas al proceso de cambios sociales que intentaba realizar el gobierno elegido; cuando el texto de la ley no fue suficiente, se recurrió a invocar «el espíritu de la ley» o «la intención del legislador» como fundamentos de las decisiones que bloqueaban acciones del Poder Ejecutivo (Lechner 1973: 145-146).

			Pero la estrecha relación entre poder y justicia ni siquiera es característica exclusiva de nuestros países. En el caso norteamericano, los muy numerosos estudios efectuados sobre las cortes muestran hechos sumamente reveladores respecto a esa relación. Luego de comprobar que a lo largo de la historia política norteamericana tanto el partido demócrata como el republicano han dado una batalla permanente con el objeto de influenciar sobre el sistema judicial, Schubert (1974: 12-13) cree encontrar dos razones poderosas para ello: la primera es que la judicatura ha sido siempre una fuente importante de patronazgo y, en consecuencia, fundamental para entretejer y alimentar relaciones de poder; la segunda es que los líderes políticos han considerado acertadamente que las cortes son un instrumento clave para controlar decisiones sobre políticas públicas. Schur (1968: 152) conceptúa que para comprender el trabajo de las cortes norteamericanas es inevitable situarlas explicativamente en un contexto de presiones en competencia, provenientes de grupos de intereses contradictorios; el análisis empírico sobre el comportamiento judicial lleva a este autor a concluir en que «es difícil ignorar la influencia de tales grupos de presión sobre la acción de las cortes».

			Pero la judicatura norteamericana ha revelado una tendencia resultante en medio de esas presiones ejercidas por los sectores sociales con fuerza suficiente. Tal tendencia es conservadora, en buena medida debido a que los abogados reclutados para desempeñarse como jueces «han incluido predominantemente a aquellos abogados que, debido a sus antecedentes y experiencia, estaban en el sector más conservador de la profesión. Así, no es sorprendente que a través de sus decisiones la mayoría de los jueces se identificaran con los ideales conservadores, más que con los liberales» (Schubert 1974: 185)

			El análisis de las cortes inglesas —postuladas frecuentemente en nuestros países como un ideal ejemplar— muestra resultados similares. Albie Sachs ha mostrado en un estudio fino y cuidadoso (1976) cómo la tendencia de la jurisprudencia inglesa respecto a las diferencias en razón de sexo era discriminatoria respecto a la mujer, precisamente en cuanto reflejaba bien los valores prevalentes dentro del orden establecido. Y Griffith ha constatado que la conducta de los jueces en las comisiones estatales incluye una tendencia política muy clara respecto a una diversidad de materias, opción que los coloca muy lejos de la imparcialidad (1977: 51).

			D.	Orden social y administradores de justicia

			Cuando se constata la correspondencia entre el dominio político y social que se ejerce en una sociedad determinada y las tendencias básicas que se imponen en el comportamiento de sus tribunales, sobreviene la tentación de introducir una nueva simplificación. Así como el análisis suele ser visitado por la tesis de la «justicia de clase», aparece también la imagen de un juez mandatario del poderoso, que se esfuerza solo en cumplir con la voluntad expresa o tácita de quien es socialmente dominante.

			Tal imagen —que corresponde bien con la percepción social de jueces y justicia, examinada en el primer capítulo— pone de lado el rol de la ideología como una mediación eficaz que permite al hombre de derecho, según el decir de Edelman, «hacer política […] sin saberlo» (1980: 25). Desde su función, un cierto número de jueces perciben que la ideología orientadora de ella no se compadece con las urgencias básicas de una realidad que ellos conocen todos los días, precisamente, a través de conflictos sociales vueltos litigios. Esto es especialmente notorio en países como los nuestros, donde las desigualdades son más llamativas e inhumanas, hecho que torna casi irresistible la afirmación de la necesidad de un «cambio social», aunque se discrepe respecto del contenido concreto que pueda o deba tomar.

			En el discurso judicial peruano hay numerosos testimonios de tales preocupaciones. Especialmente durante la última década —vinculándose a un sacudimiento de toda la estructura del Estado, impuesta por el proyecto político de reformas sociales del general Velasco— aparecen reiteradamente invocaciones como esta: «[el juez] no puede permanecer indiferente ante los cambios existentes, que indudablemente exigen de la magistratura un cambio de rumbo ante la realidad nacional» (Discurso del Presidente de la Corte Superior de Lima, El Peruano, 20.III.72: 6, 8).

			Sin embargo, en tal razonamiento se constata igualmente el entrampamiento delimitado por la ideología judicial que examináramos al iniciar este capítulo. Se reitera —en el mismo discurso citado— que «el juez debe actuar en forma imparcial, ajeno a toda influencia social, económica o política» (Ibídem). Y, lo que quizá es más grave, no obstante reconocerse los resultados socialmente indeseables que provoca la aplicación de la ley existente, se confía al legislador la responsabilidad exclusiva de alterar las rígidas premisas dese las cuales se inicia el silogismo judicial.

			Albie Sachs, en el estudio sobre Inglaterra ya citado, previene respecto al peligro de considerar que es componente del desempeño de los jueces una suerte de hipocresía. «Lo que ellos hacen de hecho es elegir el argumento que instintivamente sienten que produce el resultado correcto […] [pero] nada sugiere que no crean en lo que están haciendo […] sería perverso para los jueces adoptar la línea de razonamiento que los condujera a un resultado que positivamente ven como dañino» (1976: 115).

			Los jueces, en general, hacen lo que estiman recto. Lo que ocurre es que tal resultado está emparentado objetivamente con los intereses predominantes en la sociedad. Hay varias conexiones entre un nivel y el otro. En efecto, para que sean los poderosos quienes resulten protegidos en sus intereses fundamentales a través de la maquinaria judicial, lo primero es que la ley a aplicarse proteja esos intereses; lo segundo es que los jueces sean designados por quienes controlan el Estado, a fin de evitar el ingreso de personas «desviantes». Ambos elementos se producen normalmente como parte de la función habitual de los otros poderes del Estado. Pero el tercer factor es que los nombrados en el cargo crean que están haciendo lo que hay que hacer. En esto quisiéramos ahora detenernos debido a su importancia: cuanto más crea el administrador de justicia que es «correcto» en su comportamiento, y menos consciente sea respecto a ciertos efectos sociales que contribuye a producir, más limpiamente ejecutará la función que el Estado le ha encomendado.

			Griffith observa que los sesgos de los jueces, en cuanto a decisiones de implicancias claramente políticas en las cortes inglesas, provienen más de los prejuicios propios de los magistrados que de algún deseo de satisfacer al gobierno (1977: 31). En una sociedad como la inglesa no es, pues, la presión o la corrupción lo que fundamentalmente media entre los intereses dominantes y la decisión judicial. Es verdad que en una sociedad como la peruana la importancia de presiones y corrupción, así como lo repugnante del orden social que esta justicia respalda, tienden a disminuir el rol de la ideología. Pero, en cierta medida, debe reconocerse que estamos también ante preferencias —o prejuicios— inconscientes que implican valores compartidos por los jueces con los sectores prevalecientes en cualquier sociedad (Sachs 1976: 109). Es la posición de poder que los jueces ocupan en su función lo que los ata, estructural y psicológicamente, a la perspectiva valorativa de quienes detentan el poder, aunque en el caso peruano la forma de dominio político imponga que esa atadura se cautele de modos que no siempre pasan por el convencimiento genuino del magistrado.

			Porque los administradores de justicia comparten ciertos supuestos básicos con quienes controlan la sociedad es que su tarea no se torna necesariamente cínica. Griffith (1977) observa que los jueces ingleses reaccionarían mucho más rápidamente contra un intento de golpe de Estado proveniente de la izquierda que contra uno de derecha y sostiene que no hay ninguna evidencia empírica capaz de mostrar que la protección de la libertad individual que las cortes inglesas procuran se ofrece con indiferencia respecto al origen (político) de la violación. «Vivimos en sociedades crecientemente autoritarias», observa este autor, que son las que han reclutado a estos jueces, postergando cuidadosamente a los heterodoxos en opinión política. Los jueces, entonces, comparten con quienes están en el poder una adhesión muy grande a la necesidad de contar con estabilidad y orden —este orden realmente existente— como valores superiores y contrastables con cualquier otro. En palabras de Griffith,

			Tanto en las sociedades capitalistas como en las comunistas, el Poder Judicial ha servido naturalmente a las fuerzas políticas y económicas prevalecientes […] es vano criticar a las instituciones por desempeñar la tarea para las que fueron creadas y que durante siglos han desempeñado […]. La confusión aparece cuando se pretende que los jueces son de alguna manera neutrales en los conflictos entre aquellos que desafían a las instituciones existentes y aquellos que las controlan (1977: 215).

			La confusión, o cuando menos la perplejidad, aparece en el sujeto juez cuando se quiebra su ideología, en la cual fue adiestrado a desempeñar su función. En el Perú, esa quiebra se produjo en los años sesenta, en relación con el proceso político que tenía lugar en el país. Pero esta ocasión —infrecuente en la historia de las magistraturas— sirvió para demostrar, precisamente, que la ideología no es simple creencia o adhesión intelectual a ciertos postulados; debajo de la ideología judicial, constituida en su cimiento, está la posición objetiva, estructuralmente delimitad, de quien administra justicia desde el aparato del Estado. Cuando se quiebra la ideología, la posición permanece, estrictamente constreñida en los límites de la parcela de poder relativo que al juez se le ha asignado dentro de una funcional distribución del poder del Estado. De esta dolorosa comprobación tenemos un testimonio impresionante, ofrecido por la lucidez de un juez peruano, Carlos Montoya Anguerry, en el discurso pronunciado con ocasión del día del juez, el 4 de agosto de 1980:

			el Juez sabe que la repercusión de su fallo no es particular, sino general. Y aun conociendo esta dimensión de su trabajo y aún más, sabiendo que existen causas y efectos sociales, que hay una injusticia consagrada, que hay explotación y miseria generales, que hay una concatenación de fuerzas sociales y económicas, de intereses aun bastardos, de presiones y fuerzas transnacionales que agobian a la patria, teniendo conocimiento de que los efectos solo se resuelven si se atacan las causas, sin embargo, debe limitarse, restringirse, constreñirse a la resolución del caso particular.

			Pudiendo […] diseñar soluciones generales, concebir líneas de política económico-social, de alzar el brazo para reivindicar a su pueblo (lo que para algunos resultará una contradicción o una audacia), está empero conscientemente dirigido a dictar resoluciones concretas, simples, sencillas. Pague una pensión alimenticia de tantos soles; pague su deuda; quédese un tiempo en la cárcel, repare el daño causado, devuelva el inmueble. Estas son sus decisiones, estas son sus más poderosas intervenciones, mientras la injusticia general, la situación de conflicto general, que incluye la desnutrición y la frustración de miles de niños, sin futuro, todo lo que está incluido en su bagaje cultural, continúa vigente.

			

			
				
					1	Uno de los apoyos testimoniales más importantes con los cuales ha contado la elaboración de este volumen ha sido el proporcionado por los numerosos trabajos publicados por don Domingo García Rada, que en estas páginas aparecen frecuentemente citados. Su reconocida honestidad personal en la función judicial le aconsejó también hacer explícitos sus criterios y dar cuenta de sus experiencias a través de sus largos años en la administración de justicia, ofreciendo al análisis una fuente que muy pocos magistrados se atreven a someter a la opinión pública.

				

				
					2	Domingo García Belaunde (1979: 69) hace notar lo sorprendente que resulta constatar que un habeas corpus planteado en términos similares por otro condómino del fundo, meses antes del reseñado, y que fuera amparado por el tribunal en el Cusco, resultó desestimado por la Corte Suprema según resolución de 5 de enero de 1965. El cambio de criterio en la Corte sugiere algo más que razones jurídicas como elemento determinante.
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Notas: *  Sus miembros eran elegidos por el Consejo Nacional de Justicia y hoy lo son a través del Consejo
Nacional de la Magistratura. El Poder Ejecutivo designa a los miembros de los otros fueros.

Hasta 1980 cada fuero producia resoluciones no revisables por otra instancia. Las tnicas resoluciones que eran
revisables por el fuero comun eran las del Tribunal Fiscal y las del Tribunal de Aduanas. Con la vigencia de
la Constitucién de 1979 se introdujo el principio de la unidad de jurisdiccién, con excepcién de la arbitral
y la militar. En consecuencia, las resoluciones provenientes del fuero administrativo de trabajo también son
revisables ante el fuero comdn. La relacién jurisdiccional entre la Corte Suprema y los fueros agrario y de
trabajo y comunidades laborales debe ser establecida por una nueva ley orgdnica del Poder Judicial.

La diferencia entre el fuero de trabajo y el fuero administrativo de trabajo consiste en que el primero conoce los
conflictos individuales, a condicién de que la relacién laboral ya haya terminado; en consecuencia, el grueso
de conflictos laborales son de competencia del fuero administrativo.






